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Resumen  

En el presente trabajo investigativo se analiza el impacto de los nuevos procesos 

concursales creados por los Decretos Legislativos 560 y 772 del 2020 en la ciudad de 

Cartagena de Indias D.T. y C durante el año 2020. Para ello, se estudia el régimen transitorio 

de insolvencia, especialmente los acuerdos de reorganización, procesos recuperatorios en 

cámaras de comercio, reorganización abreviada y liquidación simplificada; posteriormente 

conocer las solicitudes y admisión a procesos creados por los Decretos 560 y 772 de 2020, 

para finalmente establecer el número de acuerdos de reorganización confirmados y de 

liquidaciones judiciales concluidas. 

Palabras Clave 

Régimen transitorio de insolvencia, acreedor, deudor, emergencia económica, social y 

ecológica, procesos concursales. 

Abstract 

This research work analyzes the impact of the new insolvency proceedings created by 

Legislative Decrees 560 and 772 of 2020 in the city of Cartagena de Indias D.T. and C during 

the year 2020. For this purpose, the transitional insolvency regime is studied, especially the 

reorganization agreements, recovery processes in chambers of commerce, abbreviated 
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reorganization and simplified liquidation; then to know the applications and admission to 

processes created by decrees 560 and 772 of 2020, to finally establish the number of 

confirmed reorganization agreements and concluded judicial liquidations settlements. 

 

Keywords 

Transitory insolvency regime, creditor, debtor, economic, social and ecological 

emergency, bankruptcy proceedings. 
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Introducción 

A principios del 2020 la OMS declaró una pandemia mundial ocasionada por el 

SARS-CoV-2. Un virus de origen animal (enfermedad zoonótica) que afecta al ser humano 

(HCoV) produciendo cuadros clínicos que van desde el resfriado común con patrón 

estacional en invierno hasta otros más graves como los producidos por los virus del Síndrome 

Respiratorio Agudo Grave. Sobre este virus Wuhan reportó los primeros 27 casos en 

diciembre del 2019, y alertó de su crecimiento de manera exponencial a la OMS. Esta 

situación ha desencadenado en todo el mundo una crisis; muertes y enfermos. Pero, sobre 

todo, una parálisis en todos los sectores de la economía dado que la pandemia ha generado 

un desequilibrio social, ecológico y económico que ha obligado a los distintos países a crear 

estrategias para adaptarse a la situación; donde Colombia no fue la excepción. 

En Colombia se reportó el primer caso el 06 de marzo del 2020, lo que conllevó al 

Gobierno a declarar una Emergencia Sanitaria (Presidencia de la República, 2020) con el fin 

de contrarrestar y hacer frente a la pandemia mundial. En materia económica, el Gobierno 

Colombiano emitió una serie de decretos que fueron dando pautas de cómo trabajar conforme 

la crisis; entre esos los Decretos Legislativos 560 y 772 de 2020 que procuran por la 

protección de los empresarios dentro de la ley de insolvencia ante la situación actual; los 

decretos se componen de una serie de medidas especiales que le brindan la oportunidad al 

empresario de adoptar cualquiera de ellas, para así poder sortear el cierre de su 

empresa/negocio que como bien ha quedado claro, a raíz de la pandemia muchos se han visto 

afectados ya sea por el cierre temporal o por la nula prestación del servicio a la comunidad. 

(Asamblea Nacional Constituyente, 1991) 

El Gobierno Nacional en respuesta a la crisis emitió los Decretos Legislativos 560 y 

772 de 2020 con una vigencia de dos (2) años, creándose así nuevos procesos concursales 

con miras a sortear la mora en el pago de las acreencias durante la época de crisis y 

emergencia. Lo correcta utilización de estos mecanismos de salvamento de empresas y de 

recuperación económica evitaría que los sujetos establecidos en el ámbito de aplicación de 

estas normas opten por la suspensión de sus actividades y cierre de sus negocios, 
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considerando que sus flujos de caja se verán sensiblemente afectados como consecuencia de 

la desaceleración económica que trae consigo el hecho de adoptar medidas para evitar la 

propagación y el contagio del coronavirus COVID-19. 

Si bien es claro que la intención del Gobierno Nacional y del mismo régimen de 

insolvencia es proteger la empresa como base de la economía y principal fuente generadora 

de empleo, y a su vez proteger el crédito de los acreedores, también es cierto que la pandemia 

de la COVID-19 obligó a todos los gobiernos, no sólo al colombiano, a dar respuestas rápidas 

en materia normativa para hacer frente a las adversidades que en materia económica 

naturalmente se iban a presentar. El Decreto 417 del 17 de marzo 2020 señaló en su artículo 

3 que el Gobierno Nacional adoptará mediante decretos legislativos, además de las medidas 

anunciadas en su parte considerativa, todas aquellas “adicionales necesarias para conjurar la 

crisis e impedir la extensión de sus efectos, así mismo dispondrá las operaciones 

presupuestales necesarias para llevarlas a cabo.” 

En el caso de Cartagena de Indias, según información de prensa, el presidente de la 

Cámara de Comercio del Distrito, Juan Pablo Vélez, aseveró en entrevista para la Revista 

Dinero, replicada por la Revista Semana, que durante 2020 cerca de 5.463 empresas 

cerraron en Cartagena y los municipios en donde la entidad tiene jurisdicción, 

principalmente, por los efectos de la Covid-19. (Revista Semana, 2021) 

Dicha situación conllevó, además de los Decretos Legislativos 560 y 772 de 2020 

expedidos desde Presidencia, a que la Cámara de Comercio desplegara una serie de acciones 

tendientes a la recuperación económica tales como la implementa plan de contingencia la 

Cámara Contigo, acompañamiento a las empresas y ampliación de plazos para registros 

mercantiles. 

Se aseveró en dicha entrevista que al finalizar el año 2020 se liquidaron 5.643 

empresas, pico que se alcanzó en julio, con 4.531. Las liquidaciones aumentaron 

drásticamente en el sector de “otras actividades de servicios” (una buena parte de las 

empresas que opera en este sector son peluquerías), al pasar de 158 empresas liquidadas en 

2019 a 740 en 2020. (Revista Semana, 2021) 
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Además, se puntualizó que, según el Dane, el número de personas ocupadas en la 

ciudad de Cartagena en el trimestre móvil de septiembre – noviembre de 2020 fue de 

406.000, inferior en 5 % al nivel de ocupación reportado en igual periodo de 2019. Esto 

significa una reducción de 22.000 puestos de trabajo, principalmente, en los sectores de 

alojamiento y servicios de comida y transporte. El 76 % del empleo perdido se concentró en 

sólo dos sectores de la economía. (Revista Semana, 2021) 

En virtud de lo anterior, se plantea como problema de investigación: ¿Fueron eficaces 

los nuevos procesos concursales creados por los Decretos Legislativos 560 y 772 del 2020 

en Cartagena de Indias D.T. y C durante el año 2020? 

Como objetivo general se propuso analizar el impacto de los nuevos procesos concursales 

creados por los Decretos Legislativos 560 y 772 del 2020 en Cartagena de Indias D.T. y C 

durante el año 2020. Para ello, se determinaron aspectos relevantes de los procesos de 

negociación de emergencia de un acuerdo de reorganización, proceso recuperatorio en 

cámaras de comercio, reorganización abreviada y liquidación simplificada, contemplados en 

los Decretos Legislativos 560 y 772 del 2020; se conocieron el número de deudores que 

solicitaron admisión a procesos creados por los Decretos 560 y 772 de 2020 y su posterior 

admisión por parte de la Superintendencia de Sociedades y Cámara de Comercio de 

Cartagena, para finalmente establecer el número de acuerdos de reorganización confirmados 

y de liquidaciones judiciales concluidas de los nuevos procesos concursales creados por los 

Decretos 560 y 772 del 2020, durante el año 2020 en Cartagena de Indias D.T. y C. 

En cuanto al diseño metodológico, la presente es una investigación aplicada porque se 

apoyó en un primer momento el estudio hermenéutico de los Decretos Legislativos 560 y 772 

de 2020, para luego determinarse el impacto en la ciudad de Cartagena a partir de información 

que se obtuvo de la Superintendencia de Sociedades -Intendencia Cartagena previo derecho 

de petición presentado-. 

Esta investigación tuvo un enfoque cualitativo toda vez que se pretendió conocer el 

comportamiento de un hecho o actuación (en este caso de una norma de cara a una situación 

específica), cuyos datos se midieron y ponderaron de forma subjetiva. 
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Es de carácter exploratoria porque se buscó verificar el impacto de los Decretos 

Legislativos 560 y 772 de 2020, a partir de un análisis interpretativo previo acompañada de 

la doctrina actual sobre el tema. Asimismo, es una investigación descriptiva puesto que se 

definieron los supuestos fácticos y jurídicos para aplicar los Decretos legislativos 560 y 772 

de 2020 para finalmente comprender el comportamiento de aplicación de la normatividad 

bajo estudio en un ámbito territorial específico. 

En la presente investigación se pretendió realizar un análisis lógico a través de la cual 

se desmontó el objeto de estudio a partir de la regulación de los procesos de insolvencia 

transitorios creados por los Decretos Legislativos 560 y 772 de 2020, análisis de documentos 

científicos e información a proporcionar por parte de la Superintendencia de Sociedades, para 

llegar a una conclusión que brinde conocimientos exactos y ordenados.  

Las fuentes utilizadas en la presente investigación son las secundarias, toda vez que 

se partirá del estudio de los Decretos 560 y 772 de 2020, doctrina actualizada sobre el tema 

y la información documental que proporcione la Superintendencia de Sociedades – 

Intendencia Cartagena sobre los procesos de insolvencia en la ciudad de Cartagena durante 

el año 2020. 

Se efectuó revisión documental de los Decretos Legislativos 560 y 772 de 2020, 

documentos científicos tales como libros de investigación, capítulos de libros de 

investigación, artículos científicos y documentos divulgativos que versen sobre el tema de la 

formulación del problema propuesto; además, se estudió y procesó la respuesta al derecho de 

petición presentado ante la Superintendencia de Sociedades -Intendencia Cartagena-, en el 

cual se solicita información de deudores que solicitaron admisión a cualquiera de los procesos 

creados por los Decretos 560 y 772 de 2020, domiciliados en la ciudad de Cartagena D.T y 

C., durante el año 2020, discriminando la siguiente información: 

1. NIT y nombre del deudor. 

2. fecha de admisión o rechazo de la solicitud. 
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3. fecha de confirmación de acuerdo de reorganización (si lo hubo) 

4. fecha de aprobación de la venta y/o adjudicación de bienes de la liquidación 

 

1. Nuevos procesos concursales contemplados en los Decretos Legislativos 560 

y 772 del 2020 

 

Los decretos que constituyen el marco jurídico principal del régimen transitorio de 

insolvencia, junto con su Decreto Reglamentario 842 de 2020, nacen como respuesta del 

gobierno de Colombia a la inminente crisis económica que enfrentaría el país como 

consecuencia de la declaración de emergencia económica, social y ecológica (Decreto 417 

del 17 de marzo de 2020) ocasionada por la pandemia de la COVID-19 que, en Colombia, 

arrancó sus efectos en la economía nacional en el mes de marzo, donde se decretó el 

aislamiento obligatorio para evitar la propagación y contagio de la COVID-19 en la 

población.  

 El profesor Juan José Rodríguez  (2021) asevera: 

(…) las normas concursales ordinarias están previstas para manejar crisis usuales y 

propias de la normalidad de la actividad económica, en esa medida se tornan 

insuficientes para administrar una crisis generalizada como la que se está viviendo 

por el covid-19. En ese sentido, conviene preguntarse si, dado los efectos de la 

pandemia, lo procedente hubiera sido acudir al Congreso de la República y expedir 

una nueva regulación en materia de insolvencia, como sucedió con las leyes 222 de 

1995, 550 de 1999 y 1116 de 2006,  respecto de lo cual cabe anotar que existe una 

diferencia de fondo con dichos estatutos, y es la situación que hoy se vive, expresada 

en la parálisis de las unidades productivas, el desempleo y el freno al consumo, que 

imponen al Estado la adopción de medidas urgentes con miras a paliar los efectos 
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nocivos de la crisis, máxime cuando ella es inédita y sus reales alcances no se han 

determinado, entre otras razones por la incertidumbre frente a su finalización. 

Sin embargo, el hecho de que varias de las reglas contenidas en los decretos de 

emergencia sean tomadas de la Ley 550 de 1999 impone considerar si se trata de 

medidas suficientes o si simplemente corresponden a reformas al régimen concursal 

ordinario. En esa materia habrá de insistirse en que la situación generada por la 

pandemia exige otro tipo de medidas, si se quiere más audaces, de choque, que 

rompan paradigmas y que sean más eficientes y eficaces.  

En conclusión, se trata de una situación catastrófica que exige adoptar medidas de 

manera inmediata y urgente, y donde el derecho concursal debe valerse de otros 

elementos que permitan enfrentar los efectos derivados de una situación crítica de 

todo el tejido económico y, en ese sentido, se requiere disposiciones excepcionales, 

especiales y temporales, dada la situación a la que se enfrenta. (Rodríguez, 2021) 

Como era de esperarse, el hecho de no haber personas circulando en las calles, 

afectaría gravemente la economía nacional y al empresariado en Colombia, por lo que los 

empresarios insolventes por la no ejecución con normalidad de su actividad empresarial 

crecerían de manera exponencial, abriendo así la imperiosa necesidad de dar una respuesta 

jurídica y normativa que permitiera el salvamento de deudores insolventes y sin la capacidad 

de atender de manera inmediata sus pasivos, o en su defecto, la liquidación ordenada y 

expedita de ellos. 

El actual régimen de insolvencia establecido en la Ley 1116 de 2006, contempla la 

posibilidad de acogerse a dos tipos de procesos concursales que son el proceso de 

reorganización empresarial y el proceso de liquidación judicial, los cuales podemos resumir 

básicamente de la siguiente forma: 

Reorganización empresarial: Es un proceso mediante el cual el deudor insolvente, a 

través de mecanismos de negociación y normas especiales, busca la negociación de sus 

pasivos a una fecha determinada de corte, en condiciones favorables para él y sus acreedores 
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con miras a lograr un acuerdo de reorganización empresarial para así satisfacer el pago de 

sus pasivos y acreencias y poder salir adelante de un período de crisis que en determinado 

momento lo dejó ilíquido. Lo anterior, teniendo como juez del concurso a la Superintendencia 

de Sociedades y con la gestión de un promotor que puede ser el mismo deudor o su 

representante legal. Constituye una herramienta de salvamento empresarial que el legislador 

contempló y que, como se ha descrito anteriormente, ha tenido una evolución normativa 

histórica. 

Liquidación judicial: Es un proceso que, como su nombre lo indica, busca la 

liquidación ordenada de los activos del deudor con el propósito de satisfacer, hasta donde se 

pueda, las acreencias pendientes por pagar que se hagan parte en el proceso, respetando una 

prelación de créditos determinada por la ley. Lo anterior, teniendo como juez del concurso a 

la Superintendencia de Sociedades y con la gestión de un auxiliar de justicia llamado 

liquidador. 

Con la entrada en vigor de los Decretos de emergencia 560 y 772 de 2020, se le da 

vida jurídica a nuevos procesos concursales que se crean para hacer frente a la crisis 

financiera que traería consigo las medidas obligatorias de aislamiento, cierre de fronteras y 

demás acciones implementadas por el Gobierno que redundaron en una desaceleración de la 

economía que, al día de hoy, ha traído consecuencias nefastas para el empresariado en el país 

y que ha determinado el cierre de muchas empresas o su admisión a un proceso de insolvencia 

que las ayude a salir adelante y así continuar en la dinámica económica del país. 

(…) la existencia de regímenes de insolvencia temporales no es ajena al derecho 

colombiano, y paradigma de ello es la Ley 550 de 1999, que dispuso un término de 

vigencia de 5 años. Muy seguramente algunas de las reglas de los nuevos estatutos se 

incorporarán como normas permanentes o se dispondrá su ampliación mientras se 

expide un nuevo estatuto concursal.  

La concursalidad contemporánea se caracteriza por brindar un amplio menú o abanico 

de opciones a los deudores, reconociendo que la situación de cada uno es distinta en 

atención a la actividad que desarrollan, el entorno económico y el tamaño, razón por 
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la cual es necesario ser flexibles no sólo en las estructuras y mecanismos dispuestos 

para ello, sino en la posibilidad de dejar en manos del deudor escoger el instrumento 

que más se acomode a sus necesidades. (Rodríguez, 2021) 

El régimen de insolvencia en Colombia, de manera armónica, debe conservar unos 

principios fundamentales, de los cuales no escapan estos nuevos procesos creados por los 

decretos legislativos a los que hemos hecho referencia, y se encuentran establecidos en el 

artículo 4 de la Ley 116 de 2006: 

Universalidad: Se refiere a que la totalidad de los activos del deudor insolvente 

(bienes, cuentas por cobrar, etc.) quedarán vinculados al proceso de insolvencia que se curse, 

constituyendo prenda de garantía para los acreedores. Este principio busca garantizar al 

máximo la satisfacción del pago de las acreencias, evitando así que se desligue parcialmente 

el patrimonio del deudor del proceso, buscando de esta la transparencia dentro del mismo. 

Igualdad: Este principio busca que se dé un trato igualitario a los acreedores dentro 

del proceso y que de este modo no haya preferencias por grados de afinidad en el pago de 

uno u otra obligación. Es importante tener en cuenta a la hora de la aplicación de este 

principio que deben respetarse las normas legales de prelación de créditos teniendo en cuenta, 

por supuesto, los créditos garantizados de los que habla la Ley 1676 de 2013 de garantías 

mobiliarias. 

Eficiencia: Se relaciona principalmente con las funciones del promotor o liquidador 

del proceso de insolvencia, al cual se le exige el aprovechamiento al máximo y la correcta 

administración de los recursos disponibles, basado en la información disponible.  

Información: La información suministrada por el deudor y los acreedores debe ser 

clara, transparente, oportuna y comparable, ya que esto determinará que los intereses y 

derechos del deudor, los acreedores y demás terceros interesados se respeten. Adicional a lo 

anterior, deberá estar disponible en cualquier momento del proceso. 
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Negociación: Debe ser del interés de las partes siempre propiciar ambientes de 

conciliación y negociación no litigiosa, partiendo siempre de la buena fe de las partes y 

relacionada con los bienes del deudor. De esta manera, se garantizará una rápida solución a 

conflictos y diferencias que redunden en el avance y éxito final del proceso de insolvencia. 

Reciprocidad: Se refiere a los procesos de insolvencia transfronteriza donde debe 

existir una colaboración y coordinación mutua entre autoridades extranjeras y nacionales en 

lo que se refiere principalmente a intercambio de información y acciones tendientes a 

garantizar los derechos de las partes. 

En la ciudad de Cartagena D.T. y C, según Leonardo Jiménez Molinello, director del 

Centro de Estudios del Trabajo, CEDETRABAJO, capítulo Cartagena, al 23 de octubre de 

2020 señaló: de las 28.444 empresas inscritas ante La Cámara de Comercio, hay de 18.600 

que hoy enfrentan amenazas de quiebra. La mortalidad empresarial en el Centro Histórico 

de Cartagena es de 1.800 negocios luego de la primera ola de la pandemia (El Tiempo, 

2020) 

Lo anterior es apenas lógico, porque Cartagena, como ciudad turística por excelencia, 

el cierre de aeropuertos y, en general, de tráfico de personas, afecta sensiblemente la 

economía local. 

 

1.1. Decreto 560 de 2020 

Con este decreto legislativo nacen a la vida jurídica dos nuevos procesos que buscan 

la recuperación del empresario insolvente, los cuales no estaban contemplados en la Ley 1116 

de 2006. El objetivo principal de estos procesos es que de manera expedita y extrajudicial se 

pueda lograr un acuerdo de reorganización empresarial entre el deudor y sus acreedores, o 

una validación de un acuerdo de reorganización empresarial por parte de la Superintendencia 

de Sociedades. 
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El trámite expedito se fundamenta principalmente en hacer más fácil y rápida la 

admisión a cada uno de ellos y reducir de manera significativa los términos procesales con 

respecto a los procesos establecidos en la Ley 1116 de 2006. 

“(…) el empresario en dificultades debe evaluar cuál de los instrumentos establecidos 

por el sistema concursal se acomoda más a su situación, y es especial a sus 

necesidades. En ese sentido, para decidir cuál escoger debe estimar la composición 

del pasivo, la categoría de los acreedores, su concentración y dispersión, el tipo de 

relación que mantiene, la posibilidad de celebrar un acuerdo en el corto plazo, la 

necesidad de contar con los recursos provenientes de medidas cautelares, los costos y 

los plazos, entre otros. Dependiendo del resultado de la evaluación podrá determinar 

si el instrumento resulta adecuado o no a sus intereses.” (Rodríguez, 2021) 

 

1.1.1. Negociación de emergencia de acuerdos de reorganización (NEAR) 

La negociación de emergencia de acuerdos de reorganización (NEAR) está contemplada 

en el Título II, articulo 8 y se encuentra dirigido a aquellos deudores que por las causas que 

motivaron la declaración de emergencia económica, social y ecológica se vieron afectados al 

punto de estar en situación de insolvencia. Así mismo, la norma establece que podrán acceder 

al proceso aquellos deudores que cobije en su ámbito de aplicación los procesos establecidos 

por la Ley 1116 de 2006 (art 2 Ley 1116 de 2006), que son: 

- Personas naturales comerciantes. 

- Personas jurídicas no excluidas que realicen negocios permanentes en el territorio 

nacional, de carácter privado o mixto. 

- Sucursales de sociedades extranjeras. 

- Patrimonios autónomos afectos a actividades empresariales. (Congreso de la 

República, 2006) 
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La norma decidió denominar al mecanismo como “negociación de emergencia de un 

acuerdo de reorganización”, nominación que, aunque imprecisa, de una u otra forma 

permite colegir varios aspectos: i.) que se trata de una modalidad negocial o, si se quiere, 

más inclinada a una solución negocial y no judicial; ii.) que tiene rasgos de emergencia, 

pues fue motivada por la situación imprevista y sobreviniente generada por la pandemia, 

y iii.) que su finalidad es celebrar un acuerdo de reorganización, es decir, tiene carácter 

recuperatorio. (Rodríguez, 2021) 

Para acceder a un proceso de NEAR se debe manifestar la intención de acogerse a 

través de una solicitud de admisión que deberá contener los requisitos establecidos en la Ley 

1116 para ser admitido a un proceso de reorganización empresarial. Dicha solicitud debe 

constar, entre otras formalidades, de lo siguiente:  

- Memoria de insolvencia: En este documento deberá resumirse cómo la declaratoria 

de estado de emergencia económica, social y ecológica afectaron el funcionamiento de la 

empresa y llevaron a una situación de cesación o incapacidad de pago. 

- Un plan de negocios de reorganización, que contemple no sólo la reestructuración 

financiera, sino también organizacional, operativa o de competitividad, conducentes a 

solucionar los problemas que conllevaron a la crisis indicando en cada caso las estrategias 

propuestas. Anexando además un flujo de caja que lo soporte. (Congreso de la República, 

2006) 

- Un proyecto de calificación y graduación de acreencias, respetando el orden de 

prelación legal de pagos, en los términos previstos en el Título XL del Libro Cuarto del 

Código Civil y demás normas legales que lo modifiquen y adicionen. 

- Un proyecto de determinación de derechos de voto correspondiente a cada acreedor, 

el cual contendrá: clase de acreedor (Artículo 31 Ley 1116 de 2006), nombre o razón social, 

número de identificación, dirección, ciudad, país, vínculo con el deudor, saldo por pagar de 

capital, capital vencido, capital vencido actualizado de conformidad con el artículo 24 del 



18 

 

Régimen de Insolvencia, el valor del derecho de voto y la participación porcentual de cada 

acreedor (externo o interno). 

Adicional a lo anterior, el deudor insolvente debe cumplir con uno de los presupuestos 

de admisión a un proceso de insolvencia que están establecidos en la Ley 1116 de 2006, que 

son: 

- Cesación de pagos: Se está en este presupuesto cuando se tienen dos o más 

obligaciones a favor de dos o más acreedores vencidas por más de 90 días, o tener dos o más 

demandas en ejecución presentadas por dos o más acreedores. En cualquiera de los dos casos, 

dichas acreencias no deberán ser inferiores al 10% de pasivo total del deudor de acuerdo con 

los estados financieros presentados del último corte calendario presentados en la solicitud de 

admisión. 

- Incapacidad de pago inminente: Se estará en este presupuesto cuando el deudor 

acredite que por circunstancias del mercado o al interior de la organización o de su estructura, 

se presente una afectación tal que impedirá el cumplimiento en el pago de acreencias con 

vencimiento igual o inferior a un año. 

La norma insiste en que se trata de un instrumento previsto para los deudores 

afectados por las causas que motivaron la declaratoria del Estado de emergencia 

económica, social y ecológica de que trata el Decreto 417 del 17 de marzo del 2020 

(Presidencia de la República, 2020), expresión que sin duda presenta dificultades 

interpretativas pues, por ejemplo, se podría afirmar que una empresa cuya insolvencia o, en 

general, su crisis se haya originado en otras causas, verbigracia, un problema climático (una 

helada), no podría acceder al mecanismo. En ese sentido, y si bien el instrumento se enmarca 

en las medidas adoptadas para enfrentar la pandemia, no existe reparo para acoger un criterio 

elástico, o de menos rigor, privilegiando el instrumento y sus bondades. Admitir la posición 

contraria daría lugar a un ejercicio de malabarismo de los empresarios tendiente a demostrar 

la relación con la pandemia, sus medidas y la situación económica por la que atraviesa. 
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Una vez el juez del concurso verifique la completitud de la información presentada 

por el deudor en cuanto a los requisitos formales y sustanciales de la misma, procederá a 

admitir y dar inicio al proceso de NEAR. 

A partir del inicio del proceso, el término de negociación será máximo de tres meses, 

tiempo en el cual los acreedores tendrán la oportunidad de presentar observaciones e 

inconformidades al deudor respecto de las acreencias calificadas y graduadas y los derechos 

de voto determinados, aportando los respectivos soportes documentales que sustenten tales 

observaciones. 

El inicio del proceso traerá consigo los siguientes efectos: 

- Se aplicarán las restricciones establecidas en el artículo 17 de la Ley 1116 de 2006: 

EFECTOS DE LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD DE ADMISIÓN AL 

PROCESO DE REORGANIZACIÓN CON RESPECTO AL DEUDOR. A partir de 

la fecha de presentación de la solicitud, se prohíbe a los administradores la adopción 

de reformas estatutarias; la constitución y ejecución de garantías o cauciones que 

recaigan sobre bienes propios del deudor, incluyendo fiducias mercantiles o encargos 

fiduciarios que tengan dicha finalidad; efectuar compensaciones, pagos, arreglos, 

desistimientos, allanamientos, terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de 

procesos en curso; conciliaciones o transacciones de ninguna clase de obligaciones a 

su cargo; ni efectuarse enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al 

giro ordinario de los negocios del deudor o que se lleven a cabo sin sujeción a las 

limitaciones estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los 

encargos fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden o faculten al fiduciario 

en tal sentido; salvo que exista autorización previa, expresa y precisa del juez del 

concurso(…) (Congreso de la República, 2006) 

- El juez del concurso no podrá solicitar el levantamiento de medidas cautelares 

decretadas en procesos ejecutivos de cobro, ni resolver cualquier disputa entre el 

deudor y sus acreedores. 
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- Se suspenderán los procesos de cobro coactivo, ejecutivos y restitución de tenencia 

que cursen en contra del deudor. 

- Se podrá aplazar durante el término de la negociación el pago de gastos de 

administración o post-admisión, sin embargo, no podrán aplazarse los pagos de 

salarios, aportes parafiscales o al sistema de seguridad social. 

Como una novedad, señala el profesor Rodríguez: 

(…) en los mecanismos recuperatorios, y dados los efectos extensivos de la crisis 

generada como consecuencia de la pandemia que interrumpió la cadena de pagos, las 

normas que regulan la negociación de emergencia permiten que el deudor pueda aplazar 

las obligaciones por gastos de administración. En todo caso, se llama la atención en el 

sentido de que dicha posibilidad sólo procede cuando la situación del deudor así lo 

imponga, sin que se trate de una habilitación genérica que dé lugar a un abuso del derecho. 

En este aspecto se debe tener en cuenta, de acuerdo con el criterio expuesto por la Corte 

Constitucional, que la atención de los gastos de administración es un signo necesario de 

viabilidad y justificación del mecanismo recuperatorio. Bajo esa premisa, reglas como 

las comentadas sólo tienen cabida en un estado de crisis como el generado por la 

pandemia, pero en todo caso, como se aprecia en la Sentencia de Constitucionalidad, ello 

no puede traducirse en la afectación de obligaciones con especial protección 

constitucional, entre ellas, las alimentarias, las de seguridad social, las pensionales o, en 

general, aquellas contraídas con sujetos de especial protección. (Rodríguez, 2021) 

En el auto de admisión, el juez del concurso indicará funciones específicas del deudor, 

en lo concerniente principalmente a la publicidad del proceso cumpliendo el principio de 

información del régimen de insolvencia. 

El plazo para presentar el acuerdo celebrado al juez del concurso para su confirmación 

no podrá exceder los tres meses del período de negociación. Dicho acuerdo deberá cumplir 

con los mismos requisitos de mayorías establecido en el artículo 31 de la Ley 1116 de 2006.  
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Existen cinco (5) categorías de acreedores, compuestas respectivamente por: 

a) Los titulares de acreencias laborales; 

b) Las entidades públicas; 

c) Las instituciones financieras, nacionales y demás entidades sujetas a la inspección y 

vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia de carácter privado, mixto o 

público; y las instituciones financieras extranjeras; 

d) Acreedores internos, y 

e) Los demás acreedores externos. 

2. Deben obtenerse votos favorables provenientes de por lo menos de tres (3) categorías 

de acreedores. 

3. En caso de que solo existan tres (3) categorías de acreedores, la mayoría deberá 

conformarse con votos favorables provenientes de acreedores pertenecientes a dos (2) de 

ellas. 

4. De existir solo dos (2) categorías de acreedores, la mayoría deberá conformarse con 

votos favorables provenientes de ambas clases de acreedores. (Congreso de la República, 

2006) 

Además, el artículo 32 contempla los siguientes supuestos: 

Además de la mayoría exigida por el artículo anterior para la aprobación del acuerdo, 

cuando los acreedores internos o cuando uno o varios acreedores, pertenecientes a una 

misma organización o grupo empresarial emitan votos en un mismo sentido que 

equivalgan a la mayoría absoluta o más de los votos admisibles, la aprobación requerirá, 

además, del voto emitido en el mismo sentido por un número plural de acreedores de 

cualquier clase o clases que sea igual o superior al veinticinco por ciento (25%) de los 

votos restantes admitidos. (Congreso de la República, 2006) 
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El juez del concurso convocará a una audiencia en la cual se resolverán las observaciones 

e inconformidades presentadas por los acreedores con sus respectivos soportes y pruebas 

documentales. Posterior a eso, se pronunciará sobre la confirmación o no del acuerdo. La no 

confirmación del acuerdo traerá consigo el fracaso de la negociación con las consecuencias 

que más adelante explicaremos. 

El acuerdo confirmado tendrá los mismos efectos de un acuerdo de reorganización 

establecidos en la Ley 1116 de 2006, es decir, que será de obligatorio cumplimiento para el 

deudor y sus acreedores, incluyo aquellos que no hayan participado en la negociación o que 

habiendo participado no hayan dado su voto favorable para aprobarlo. Una vez confirmado 

el acuerdo y emitida la respectiva providencia, el juez del concurso ordenará la inscripción 

de esta a las autoridades o entidades correspondientes, y ordenará el levantamiento de 

medidas cautelares, a menos que el acuerdo contenga lo contrario. 

Asevera Rodríguez Espitia: 

“La norma guarda silencio respecto de la situación de los procesos ejecutivos y de las 

medidas cautelares, en especial en relación con la terminación de los primeros y el 

levantamiento de las segundas. En ese aspecto, se llama la atención en el sentido de que 

la regulación del proceso de reorganización está edificada sobre la base de la remisión e 

incorporación de los procesos ejecutivos, situación que no es predicable del mecanismo 

que se comenta. Al respecto caben dos interpretaciones: i.) los procesos ejecutivos 

continúan suspendidos hasta que el acuerdo se cumpla y las medidas cautelares siguen 

vigentes, y ii.) los procesos ejecutivos terminan con la confirmación del acuerdo y hay 

lugar al levantamiento de las medidas cautelares. Al respecto se considera que procede 

esta última opción, pues el proceso ejecutivo no tiene vocación de continuidad, sumado 

a que las acreencias cobradas en él no pueden ser atendidas en condiciones distintas a las 

previstas en el acuerdo, lo cual hace improcedente continuar con la cautela. (Rodríguez, 

2021) 

En caso de que el deudor presente el acuerdo de manera incompleta, el juez del concurso 

lo requerirá por única vez para que dentro de los cinco días siguientes complete la 
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información o brinde las explicaciones del incumplimiento; en caso de no ser subsanado, se 

aplicarán las consecuencias relativas al fracaso de la negociación. Constituirá fracaso de la 

negociación la no presentación del acuerdo en el tiempo estipulado, es decir dentro de los 

tres meses del período de negociación. 

Se insiste en que la naturaleza del instrumento es mixta, en la medida que se trata de un 

convenio efectuado por fuera de un escenario judicial, pero cuya celebración se habilita 

a partir de una providencia judicial y en el que la eficacia está condicionada a la decisión 

de una autoridad judicial. Esta precisión es importante, pues el operador debe reconocer 

esta mixtura y, por tanto, procurar que los dos rasgos resulten compatibles, en esa medida 

no puede prescindir de las garantías procesales para hacer prevalecer el rasgo negocial, 

como tampoco imponer ritualidades y formalidades excesivas que den al traste con una 

solución pronta y efectiva, propia de los mecanismos negociales. En consecuencia, la 

invitación es a adoptar una postura ecléctica. (Rodríguez, 2021) 

Una de las novedades más importantes que trajo el proceso de NEAR es la posibilidad 

que tiene el deudor de hacer acuerdos parciales por categorías de acreedores establecidas en 

el artículo 31 de la Ley 1116 de 2006, excluyendo los votos de los acreedores internos o 

vinculados, así hagan parte de la categoría con que se celebre el acuerdo parcial. El acuerdo 

solo será vinculante para los acreedores de la categoría respectiva y no se extenderá a los 

demás acreedores, cuyas acreencias deberán ser atendidas dentro del giro ordinario de los 

negocios por parte del deudor. 

Se resalta que esta es una de las innovaciones o reformas estelares del régimen de 

insolvencia, y que de su adecuado entendimiento e implementación dependen su éxito o 

su fracaso. Esta modalidad, que para algunos puede ser considerada como una 

desatención de los tradicionales principios del régimen de insolvencia, en especial la 

universalidad subjetiva y el entendimiento de que el concurso debe necesariamente 

involucrar a la totalidad de los acreedores, ha venido tomando fuerza en la 

contemporaneidad dado su pragmatismo, la aminoración de la estigmatización propia de 

la universalidad, su contribución al adecuado manejo de las relaciones con los acreedores 
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y su favorecimiento de la operación de la compañía, y en especial por ser un manejo 

adecuado para aquellas compañías con pasivo concentrado y cuantioso, normalmente con 

las entidades financieras. En esa medida, la introducción es bienvenida. (Rodríguez, 

2021) 

 

1.1.2.  Procedimientos de recuperación empresarial en las cámaras de comercio 

(PRECC): 

 

Con la finalidad de tener una mayor cobertura para atender a los deudores insolventes, 

previendo la crisis económica que traería consigo la declaratoria de emergencia económica, 

social y ecológica de que trata el Decreto 417 de 2020, el Gobierno Nacional, apoyándose en 

la experiencia de las cámaras de comercio del país y de sus centros de conciliación, a través 

de una figura llamada mediador que sería escogida a discreción de cada centro de 

conciliación, nace a la vida jurídica, específicamente en el artículo 9 del Decreto 560 de 2020, 

este mecanismo extrajudicial de recuperación empresarial que tiene como finalidad la 

aprobación de un acuerdo de reorganización para su posterior validación judicial ante la 

Superintendencia de Sociedades como juez natural de estos procesos concursales. 

El legislador optó por nominar el mecanismo como “procedimiento de recuperación 

empresarial en las cámaras de comercio”, nomenclatura respecto de la cual se debe 

destacar que: i.) al hablar del procedimiento se marca distancia con un proceso 

judicial recuperatorio; ii.) en todo caso, al ser un procedimiento se requiere reglas que 

lo gobiernen y precisen; iii.) tiene carácter recuperatorio pues persigue la 

conservación de las actividades del deudor, y iv.) sólo se puede adelantar ante las 

cámaras de comercio. (Rodríguez, 2021) 

El PREEC tiene una particularidad que es muy importante tener en cuenta, y es que 

pueden acceder a este mecanismo de recuperación, incluso, las personas excluidas 
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expresamente en el artículo 3 de la Ley 1116 de 2006 No están sujetas al régimen de 

insolvencia previsto en la presente ley: 

1. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régimen Subsidiado 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud y las Instituciones Prestadoras de 

Servicios de Salud. 

2. Las Bolsas de Valores y Agropecuarias. 

3. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia. Lo 

anterior no incluye a los emisores de valores, sometidos únicamente a control de la 

referida entidad. 

4. Las entidades vigiladas por la Superintendencia de Economía Solidaria que 

desarrollen actividades financieras, de ahorro y crédito. 

5. Las sociedades de capital público, y las empresas industriales y comerciales del 

Estado nacionales y de cualquier nivel territorial. 

6. Las entidades de derecho público, entidades territoriales y descentralizadas. 

7. Las empresas de servicios públicos domiciliarios. 

8. Las personas naturales no comerciantes.  

9. Las demás personas jurídicas que estén sujetas a un régimen especial de 

recuperación de negocios, liquidación o intervención administrativa para administrar 

o liquidar. (…)), mientras no tengas un régimen propio de recuperación. (Talero & 

Wilches, 2010) 

El procedimiento de recuperación empresarial es el instrumento previsto por el 

legislador extraordinario para que los deudores a quienes aplica el régimen de insolvencia 

contenido en la Ley 1116 de 2006, así como los excluidos del mismo, puedan en un escenario 

de naturaleza negocial, y con los rasgos propios de los mecanismos alternativos de solución 
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de conflictos, celebrar un acuerdo que defina nuevos términos y condiciones para la atención 

de las obligaciones, con la presencia y participación de un mediador, el cual debe ser 

confirmado por una autoridad judicial para que tenga fuerza vinculante frente a los acreedores 

ausentes y disidentes. (Rodríguez, 2021) 

La duración del proceso será de máximo tres meses contados a partir de la 

comunicación del inicio del proceso, aplicándose lo establecido en el artículo 17 de la Ley 

1116 de 2006, pero sin el levantamiento de las medidas cautelares ahí mencionadas. 

El mediador podrá conocer de la información financiera presentada por el deudor, así 

como del proyecto de calificación y graduación de acreencias y determinación de derechos 

de voto, y dará fe pública del acuerdo aprobado y que será sujeto a validación judicial por 

parte de la Superintendencia de Sociedades o ante los jueces civiles, según corresponda, la 

cual tendrá por objeto extender los efectos del acuerdo y resolver las objeciones de aquellos 

que lo hubieren votado negativamente. 

El inicio del proceso suspenderá los procesos ejecutivos, coactivos y de restitución de 

tenencia que cursen en contra del deudor. 

El PRECC abre la posibilidad de establecer compromisos para que mediante el 

arbitraje se resuelvan los conflictos entre el deudor y sus acreedores. 

Como muestra del interés del legislador para no generar congestión judicial, y en 

atención al carácter voluntario del arbitraje, la propuesta podrá contener una oferta de pacto 

arbitral a los acreedores con el fin de que las objeciones, observaciones o, en general, las 

controversias sean resueltas a través de la justicia arbitral. Si bien el reglamente se refiere a 

una “oferta de pacto arbitral”, y en atención a que es posible implementar otros métodos 

alternativos de solución de conflictos, como podría ser un amigable componedor, es posible 

que la propuesta también lo incluya. (Rodríguez, 2021) 

El desarrollo del proceso está sujeto al reglamento que la Confederación de Cámaras 

de Comercio estableció para tal efecto y que fue debidamente aprobado por la 
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Superintendencia de Sociedades a través de la resolución 100-004412 del 23 de junio de 

2020. 

El artículo 4 del reglamento establecido por Confecámaras establece el contenido que 

debe tener la solicitud de PRECC: 

- Manifestación del deudor de encontrarse en alguno de los supuestos de 

insolvencia previstos en el artículo 9 de la Ley 1116 de 2006 y de hallarse afectado 

por las causas que motivaron la declaratoria del estado de emergencia.   

- Indicación precisa de los acreedores a quienes se pretende incorporar en el 

procedimiento de recuperación empresarial y, en caso de que aplique, si la 

negociación se realizará por categorías de acreedores. 

- Propuesta de acuerdo de recuperación con todos sus acreedores, o con los de 

categoría o categorías de acreedores establecidas en el artículo 31 de la Ley 1116 de 

2006. 

- Proyecto de calificación y graduación de créditos, en los términos previstos 

en el Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo 

modifiquen y adicionen, con corte al último día calendario del mes anterior a la 

presentación de la solicitud, y la respectiva determinación de derechos de voto. 

- Estados financieros con corte al último período y mes calendario antes de la 

presentación de la solicitud. 

- Memoria de las causas de insolvencia, plan de negocios y flujo de caja. 

- Informe de procesos ejecutivos, cobro coactivo o de restitución de tenencia 

que cursen en contra del solicitante. (Superintendencia de Sociedades, 2020) 

En este aspecto la reglamentación se ajusta a la reforma introducida por el marco 

normativo internacional de contabilidad (y en esa medida es bienvenida) y corresponde a los 

siguientes: i.) estado de situación financiera, conocido anteriormente como balance general; 
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ii.) estado de resultados, conocido como pérdidas y ganancias; iii.) estado de cambios en el 

patrimonio, iv.) estado de flujos de efectivo. (Rodríguez, 2021) 

Es de resaltar que en este caso se observa una disminución en la información 

financiera frente a la regulación de Ley 1116 de 2006, pues sólo se exigen los estados 

financieros del último ejercicio y no los tres últimos, lo cual parece tener como justificación 

el hecho de que se trata de una regulación inspirada en la situación de la pandemia y para los 

deudores afectados por ella, sumado a la necesidad de su flexibilización. (Rodríguez, 2021) 

La cámara de comercio respectiva tendrá un plazo de cinco días para evaluar la 

solicitud y determinar la completitud y validez de esta, en caso de tener que subsanar algo, 

se requerirá al deudor para que aporte o complete la información que haga falta en los 

términos requeridos por el reglamento. Una vez completad la información, dentro de los 

cinco días siguientes, la cámara de comercio informará al deudor el valor de los honorarios 

para continuar con el PRECC, y este a su vez tendrá un plazo de cinco días para cancelarlos. 

Con relación al contenido del acto que da lugar al inicio del procedimiento de 

recuperación empresarial y los consecuentes efectos del mecanismo recuperatorio, se llama 

la atención en el sentido de que depende de dos cuerpos normativos: el primero referido a 

algunas de las reglas contenidas en el régimen de insolvencia empresarial para el proceso de 

reorganización y que resultan compatibles con el mismo, y el segundo en cuanto a las 

previsiones específicas del Decreto Reglamentario 842 de 2020, que las regula de manera 

indistinta para la negociación de emergencia y para el procedimiento de recuperación 

empresarial. En este aspecto, no parece afortunado que se aglutinen en un mismo cuerpo 

normativo cuando se trata de dos instrumentos que si bien tienen carácter recuperatorio su 

naturaleza es distinta, lo que se evidencia en el hecho de que la primera se inicia con una 

providencia judicial mientras que en el proceso de reorganización se trata de un acto 

administrativo. (Rodríguez, 2021) 

Cumplido el trámite anterior, la cámara de comercio dispondrá de dos días para la 

designación del mediador, principal y suplente, de acuerdo con la lista de mediadores que 

tengan para tales efectos. 
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Habiéndose designado el mediador, la cámara de comercio deberá emitir el oficio de 

inicio del PRECC, el cual tendrá los mismos efectos del inicio de la NEAR en concordancia 

con lo establecido en el artículo 9 del Decreto 560 de 2020. 

El Reglamento Único de la Cámaras de Comercio para PRECC en el numeral 6 del 

artículo 4, en concordancia con el artículo 6 del Decreto 842 de 2020, establece las 

obligaciones del deudor dentro del procedimiento, que van íntimamente ligados con el 

principio de información e inherentes a la publicidad que debe dársele al proceso para efectos 

de garantizar derechos a acreedores y terceros interesados, como sigue: 

- Fijar un aviso sobre el inicio del procedimiento de recuperación empresarial,  

- Informar a todos los acreedores sobre el inicio del procedimiento de 

recuperación empresarial.  

- Informar a los despachos judiciales y entidades que estén conociendo de 

procesos ejecutivos, de restitución de bienes por mora del deudor con los cuales 

desarrolle su actividad, de jurisdicción coactiva y de cobro, tanto judiciales como 

extrajudiciales,  

- Inscribir el formulario de ejecución concursal en el registro de garantías 

mobiliarias del que trata la Ley 1676 de 2013.  

- Acreditar a la cámara de comercio el cumplimiento de los anteriores deberes, 

dentro de los cinco (5) días hábiles contados desde el recibo de la comunicación del 

oficio de iniciación del procedimiento. (Superintendencia de Sociedades, 2020) 

En el PRECC también se contempla la posibilidad de llegar a acuerdos por categorías 

de acreedores, estos acuerdos en todos sus efectos en cuanto a la suspensión y la 

imposibilidad de admitir procesos ejecutivos, de restitución de bienes del deudor con los 

cuales desarrolle su actividad por mora en los cánones, de jurisdicción coactiva y de cobro 

en contra del deudor, únicamente se aplicará respecto de la categoría o categorías respectivas. 

(Superintendencia de Sociedades, 2020) 
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El mediador está facultado para conocer la totalidad de la información que haga parte 

del proceso, y podrá solicitar al deudor aclaraciones o complementación de la información 

disponible y al auditor o contador público, según sea el caso, aclaraciones en lo que respecte 

a la información financiera. Así mismo, podrá hacer sugerencias al deudor en cuanto a la 

modificación del proyecto de calificación y graduación de acreencias y el de determinación 

de derechos de votos. Dichas solicitudes deberán ser atendidas en el tiempo que el mediador 

considere pertinente su respuesta y ésta deberá ser presentada por el deudor para el respectivo 

análisis del mediador. A iniciativa del deudor, de algún acreedor o del mediador, podrá 

incorporarse una cláusula compromisoria para que quienes así lo indiquen puedan resolver 

las objeciones, observaciones o controversias, o parte de ellas, a través del arbitraje. 

(Superintendencia de Sociedades, 2020) 

Los acreedores están legitimados para presentar objeciones e inconformidades al 

proyecto de calificación y graduación de acreencias y de determinación de derechos de votos 

o a asuntos que tengan que ver con la legalidad del acuerdo que se pretende validar. Estas 

observaciones deben ser presentadas por escrito y estarán acompañadas de los respectivos 

soportes documentales. El mediador deberá propiciar escenarios de conciliación y diálogo 

entre las partes con el fin de solucionar conflictos de manera amigable y de lograr un acuerdo 

de manera expedita,  favorable a cada una de las partes. 

Una vez surtido el trámite de objeciones y observaciones, deberá presentarse al 

mediador el acuerdo por parte del deudor, el cual deberá contener lo establecido en el artículo 

34 de la Ley 1116 de 2006 y deberá ser aprobado por las mayorías establecidas en el Decreto 

842 de 2020 y la Ley 1116 de 2006, teniendo en cuenta también la posibilidad de celebrar 

acuerdos parciales con categorías de acreedores. El mediador deberá dar fe pública del 

contenido del acuerdo y el sentido del voto de cada acreedor. 

El acuerdo deberá ser sometido a validación judicial de la Superintendencia de 

Sociedades o del juez civil del circuito, según sea el caso. Cuando las partes se hayan 

vinculado a un pacto arbitral, el árbitro único decidirá sobre las objeciones, observaciones o 

controversias que le hayan sido deferidas para su conocimiento; y extenderá los efectos del 
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acuerdo de recuperación y pago a los acreedores ausentes o disidentes que hayan adherido al 

pacto. (Superintendencia de Sociedades, 2020) 

 

1.1.3. Fracaso de la NEAR y del PRECC 

El fracaso de estos procesos puede presentarse por los siguientes motivos: 

- Por la no confirmación de un acuerdo de reorganización empresarial. 

- Por la no respuesta o la respuesta incompleta del deudor al requerimiento del juez del 

concurso, en caso de haber presentado el acuerdo incompleto, dentro de los cinco días 

siguientes a la solicitud. 

- Por la no presentación del acuerdo dentro de los tres meses de negociación. 

Si se presenta el fracaso de la negociación, deberá dársele la publicidad respectiva, 

informando a acreedores y terceros interesados en el fallido proceso. Según lo establece el 

artículo 10 del Decreto 560 de 2020, decretado el fracaso de la negociación, el deudor no 

podrá intentar ninguno de estos trámites o procedimientos dentro del año siguiente de 

terminación de estos. No obstante, el deudor podrá solicitar la admisión a un proceso de 

insolvencia en los términos de la Ley 1116 de 2006 o el régimen que le resulte aplicable. 

(Gómez, 2020) 

Los procesos de NEAR y PRECC no podrán adelantarse simultáneamente. En una 

clara muestra del favorecimiento de los mecanismos negociales y de la amplitud en el abanico 

de opciones, las normas disponen que su fracaso, traducido en la ausencia de un acuerdo con 

sus acreedores, no le impide al deudor acudir a un proceso de reorganización ordinario o a 

una validación, lo que sin duda es un aliciente para la selección de esos mecanismos. Ello 

representa claramente una variación en la forma tradicional de entender los instrumentos 

recuperatorios, que siempre han tenido una semilla liquidatoria. (Rodríguez, 2021) 
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En todo caso es preciso insistir que dicha regla, sin duda favorable a los intereses del 

deudor, no puede ser entendida como un estímulo para negociaciones tardías, encaminadas a 

desgastar a los acreedores y obtener ventajas injustificadas, pues ello implicaría claramente 

ausencia de buena fe y abuso del derecho en la utilización del instrumento negocial. 

De todas maneras, se debe tener en cuenta que la posibilidad comentada solo aplica 

en caso de fracaso, es decir, de la ausencia de un acuerdo en los tiempos dispuestos para ello, 

pero no para eventos de incumplimiento del acuerdo celebrado, pues en tales casos hay lugar 

a los trámites dispuestos y la consecuente liquidación sino es superada. (Rodríguez, 2021) 

 

1.2.  Decreto 772 de 2020 

 

A diferencia de los mecanismos de recuperación establecidos en el Decreto 560 de 

2020, donde se contemplaba de manera extrajudicial la negociación de deudas para una 

posterior validación judicial ante la Superintendencia de Sociedades o Juez Civil del Circuito, 

dependiendo el tipo de proceso, con el Decreto 772 de 2020 se crean dos procesos 

concursales que se tramitan ante la Superintendencia de Sociedades y que son, básicamente, 

una adaptación de los procesos de reorganización empresarial y liquidación judicial de la Ley 

1116 de 2006, al contexto económico actual por consecuencia de la crisis económica 

generada por la COVID-19 y la declaratoria de emergencia económica, social y ecológica. 

Los procesos de reorganización abreviada y liquidación judicial simplificada buscan 

que, de manera expedita, los deudores afectados por la crisis del Covid-19, accedan a la 

posibilidad de negociar con sus acreedores las deudas existentes a una fecha de corte 

amparados en las normas de insolvencia de protección patrimonial en plazos favorables o en 

el peor de los casos, la liquidación ordenada y expedita de sus activos. 

Los términos procesales en estos dos procesos, en comparación con los establecidos 

en la Ley 1116 de 2006, se reducen considerablemente. En este sentido, la intención principal 



33 

 

del gobierno es que los empresarios insolventes lleguen a confirmación rápida de acuerdo de 

reorganización empresarial y a volver líquidos en el menor tiempo posible, los activos 

liquidables del deudor. 

 

1.2.1. Proceso de reorganización abreviado (PRA) 

El proceso de reorganización abreviado (PRA) se crea con el fin de atender las 

pequeñas insolvencias de los deudores que establece la Ley 1116 de 2006 como habilitados 

para ser admitidos a un proceso de reorganización empresarial. Debido al gran número de 

deudores que se espera admitir por efectos de la crisis económica ocasionada por el Covid-

19, se estableció que aquellos deudores cuyos activos sean inferiores a 5.000 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, sólo podrán ser admitidos a un PRA. 

Para efectos de ser admitido a un PRA, el deudor deberá radicar la respectiva solicitud 

de admisión cumpliendo los requisitos sustanciales y formales, con el presupuesto de 

admisión de cesación de pagos, es decir, tener dos o más acreencias con dos o más acreedores, 

o tener dos o más procesos en ejecución en contra presentados por dos o más acreedores; lo 

anterior que represente no menos del 10% del total de pasivos del deudor. El juez del 

concurso revisará la completitud de la solicitud y sus anexos y procederá a dar admisión a la 

misma. Se busca con esto no hacer revisiones ni auditorías detalladas a las solicitudes con el 

fin de poder atenderlas con mayor celeridad y dar admisión expedita al proceso. La 

información suministrada quedará a disposición de los acreedores y terceros interesados y 

éstos tendrán la obligación de asistir a las reuniones y de objetar, en caso de ser necesario, 

dicha información en aras de proteger sus derechos como acreedores. 

El juez del concurso deberá designar un promotor del proceso, el cual será escogido 

de acuerdo con lo establecido en la Ley 1116 de 2006 y la Ley 1429 de 2010. Las funciones 

de promotor serán cumplidas por el representante legal de la persona jurídica o por el deudor 

persona natural comerciante; excepcionalmente el juez del concurso podrá designar a un 
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promotor externo cuando así lo considere necesario, que deberá hacer parte de la lista de 

auxiliares de justicia de la Superintendencia de Sociedades. (Congreso de la República, 2010) 

El auto de admisión en el proceso, además de las órdenes establecidas en el artículo 

19 de la Ley 1116 de 2006.  

La providencia que decreta el inicio del proceso de reorganización deberá, 

comprender los siguientes aspectos: 

1. <Numeral suprimido por el artículo 40 de la Ley 1380 de 2010> 

2. Ordenar la inscripción del auto de inicio del proceso de reorganización en el 

registro mercantil de la Cámara de Comercio correspondiente al domicilio del deudor y 

de sus sucursales o en el registro que haga sus veces. 

3. Ordenar al promotor designado, que con base en la información aportada por 

el deudor y demás documentos y elementos de prueba que aporten los interesados, 

presente el proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de voto, 

incluyendo aquellas acreencias causadas entre la fecha de corte presentada con la 

solicitud de admisión al proceso y la fecha de inicio del proceso, so pena de remoción, 

dentro del plazo asignado por el juez del concurso, el cual no podrá ser inferior a veinte 

(20) días ni superior a dos (2) meses. 

4. Disponer el traslado por el término de diez (10) días, a partir del vencimiento 

del término anterior, del estado del inventario de los bienes del deudor, presentado con la 

solicitud de inicio del proceso, y del proyecto de calificación y graduación de créditos y 

derechos de voto mencionada en el anterior numeral, con el fin de que los acreedores 

puedan objetarlos. 

5. Ordenar al deudor, a sus administradores, o vocero, según corresponda, 

mantener a disposición de los acreedores, en su página electrónica, si la tiene, y en la de 

la Superintendencia de Sociedades, o por cualquier otro medio idóneo que cumpla igual 

propósito, dentro de los diez (10) primeros días de cada trimestre, a partir del inicio de la 
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negociación, los estados financieros básicos actualizados, y la información relevante para 

evaluar la situación del deudor y llevar a cabo la negociación, así como el estado actual 

del proceso de reorganización, so pena de la imposición de multas. 

6. Prevenir al deudor que, sin autorización del juez del concurso, no podrá realizar 

enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni 

constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos o arreglos relacionados con 

sus obligaciones, ni adoptar reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas. 

7. Decretar, cuando lo considere necesario, medidas cautelares sobre los bienes 

del deudor y ordenar, en todo caso, la inscripción en el registro competente la providencia 

de inicio del proceso de reorganización, respecto de aquellos sujetos a esa formalidad. 

8. Ordenar al deudor y al promotor, la fijación de un aviso que informe sobre el 

inicio del proceso, en la sede y sucursales del deudor. 

9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a través de los 

medios que estimen idóneos en cada caso, efectivamente informen a todos los acreedores 

la fecha de inicio del proceso de reorganización, transcribiendo el aviso que informe 

acerca del inicio expedido por la autoridad competente, incluyendo a los jueces que 

tramiten procesos de ejecución y restitución. En todo caso, deberá acreditar ante el juez 

del concurso el cumplimiento de lo anterior y siempre los gastos serán a cargo del deudor. 

10. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura al Ministerio 

de la Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales, y a la 

Superintendencia que ejerza la vigilancia o control del deudor, para lo de su competencia. 

11. Ordenar la fijación en sus oficinas, en un lugar visible al público y por un 

término de cinco (5) días, de un aviso que informe acerca del inicio del mismo, del 

nombre del promotor, la prevención al deudor que, sin autorización del juez del concurso, 

según sea el caso, no podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro 

ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos 
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o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar reformas estatutarias tratándose 

de personas jurídicas. 

PARÁGRAFO. De común acuerdo el deudor y los acreedores titulares de la 

mayoría absoluta de los votos, podrán, en cualquier momento, reemplazar al promotor 

designado por el juez del concurso, siempre y cuando este último haga parte de la lista 

elaborada por la Superintendencia de Sociedades.), contendrá las siguientes: 

- A quien ejerza las funciones de promotor, actualizar dentro de los 15 días 

siguientes, el proyecto de calificación y graduación de acreencias y determinación 

de derechos de voto. 

- Al deudor, diligencias el formulario de ejecución concursal de garantías 

mobiliarias de que trata la Ley 1676 de 2013. 

- Informar a despachos judiciales y entidades que conozcan de procesos ejecutivos, 

de cobro coactivo o de restitución en contra del deudor. 

- Dentro de los siguientes tres meses a la admisión, se establecerá una fecha para 

la reunión de conciliación de objeciones y calificación y graduación de créditos, 

determinación de derechos de voto y presentación de acuerdo de reorganización. 

Las objeciones junto con sus pruebas deberán ser presentadas a más tardar con 

cinco días de antelación a la reunión. 

- Se fijará una fecha para para audiencia de conciliación de objeciones y 

confirmación de acuerdo de reorganización. (Congreso de la República, 2006) 

El promotor desde su nombramiento deberá apoyar las gestiones del deudor 

inherentes a la consecución del éxito del proceso, incluida la elaboración del plan de 

negocios, acuerdo de reorganización y el respectivo flujo de caja que lo soporte. 

En la audiencia de resolución de objeciones y confirmación del acuerdo, el juez del 

concurso deberá resolver las objeciones tomando como base únicamente las pruebas 
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documentales presentadas previamente por escrito. El acuerdo de reorganización presentado 

deberá cumplir con los mismos requisitos de mayorías y de contenido establecidos en la Ley 

1116 de 2006, y su confirmación tendrá los mismos efectos contenidos en esta misma ley. 

Sino se logra confirmar el acuerdo, se dará inicio al proceso de liquidación simplificada del 

deudor y se nombrará al liquidador en providencia separada. 

 

1.2.2. Liquidación judicial simplificado (LJS): 

El proceso de liquidación judicial simplificado se crea con el fin de atender las 

pequeñas insolvencias de los deudores que establece la Ley 1116 de 2006 como habilitados 

para ser admitidos a un proceso de liquidación judicial. Teniendo en cuenta el gran número 

de deudores que se espera admitir por efectos de la crisis económica ocasionada por el Covid-

19, y al igual que en el PRA, se estableció que aquellos deudores cuyos activos sean inferiores 

a 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, sólo podrán ser admitidos a proceso de 

LJS. 

Para efectos de ser admitido, se deberá presentar ante la Superintendencia de 

Sociedades una solicitud de admisión con los requisitos sustanciales y formales establecidos 

en la Ley 1116 de 2006, entre los que destacamos: 

- Copia del acta contentiva de la reunión del órgano social competente según los 

estatutos, en la cual conste la decisión de autorizar al representante legal para solicitar 

el proceso de liquidación judicial. (Torres, 2018) 

- Estados financieros correspondientes a los tres (3) últimos ejercicios, debidamente 

certificados, dictaminados en caso de contar con revisor fiscal y acompañados de las 

notas por ser parte integral de los mismos. 

- Estados financieros con corte al último día calendario del mes inmediatamente 

anterior a la fecha de solicitud del proceso de liquidación judicial debidamente 
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certificados, dictaminados y acompañados de las notas por ser parte integral de los 

mismos. 

- Estado de costos y gastos operacionales con corte al último día calendario del mes 

inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud al proceso de liquidación judicial. 

- Un Estado de Inventario de activos y pasivos cortado al último día calendario del mes 

inmediatamente anterior a la fecha de solicitud al proceso de liquidación judicial, 

debidamente valorado y certificado. 

- Memoria explicativa de las causas que llevaron al deudor a la situación de 

insolvencia. 

- Una relación de los procesos judiciales y de cualquier procedimiento o actuación 

administrativa de carácter patrimonial que adelante el deudor, o que cursen contra él. 

(Claro, 2021) 

Una vez el juez verifica la completitud de la información, procederá a aceptar la 

solicitud y dará inicio al proceso, dejando a disposición de los acreedores la información de 

manera permanente, con el fin de ser verificada y de esta manera garantizar igualdad procesal 

y participación en reuniones y audiencias inherentes al proceso liquidatorio. 

En el auto de apertura del proceso, el Juez del Concurso designará un liquidador de 

la lista de auxiliares de justicia de la Superintendencia de Sociedades quien, dentro de los 

quince (15) días siguientes a su posesión, deberá remitir una estimación de los gastos 

necesarios para llevar a cabo el proceso de liquidación, incluyendo las indemnizaciones por 

terminación de los contratos de trabajo. 

En el proceso se les dará la oportunidad a los acreedores de presentar sus acreencias 

al liquidador dentro de los diez (10) días siguientes a la desfijación del aviso que informa 

sobre la apertura del proceso. Una vez finalice el término para presentar las acreencias, el 

auxiliar de justicia cuenta con quince (15) días para remitir al Juez del Concurso el proyecto 

de calificación y graduación de créditos, con el fin de que sea trasladado por cinco (5) días. 
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Sólo se presentará proyecto de determinación de derechos de voto, cuando se manifieste la 

intención de aplicar lo establecido en el artículo 66 de la Ley 1116 de 2006:  

Aprobado el inventario valorado, la calificación y graduación de créditos y los 

derechos de voto, el liquidador o quienes representen no menos del treinta y cinco por 

ciento (35%) de los derechos de voto admitidos, podrán proponer la celebración de 

un acuerdo de reorganización, para lo cual, el juez del concurso convocará a una 

audiencia. A este acuerdo, le serán aplicables en lo pertinente las reglas previstas en 

esta ley para el acuerdo de reorganización. 

En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, será reiniciado el proceso 

de liquidación judicial. (Congreso de la República, 2006) 

O lo establecido en el artículo 6 del Decreto 560 de 2020:  

Salvamento de empresas en estado de liquidación inminente. Con el propósito de 

rescatar la empresa y conservar la unidad productiva, cualquier acreedor podrá evitar 

la liquidación judicial de un deudor afectado por las causas que motivaron la 

declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica de que trata el 

Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, manifestando su interés en aportar nuevo 

capital, en los términos que se indican a continuación, siempre y cuando se evidencie 

con la información que reposa en el expediente que el patrimonio de la concursada es 

negativo. (Presidencia de la República, 2020) 

Los acreedores tendrán la oportunidad de presentar objeciones al valor neto de 

liquidación asignado a los bienes, presentando un avalúo de acuerdo con lo señalado en la 

Ley 1116 de 2006. Posterior a esto se tendrán dos (2) meses para ejecutar las ofertas de 

compraventa y, en caso de no presentarse, después de este plazo se contarán con diez (10) 

días para que el liquidador presente el proyecto de adjudicación y los bienes deberán ser 

adjudicados dentro de los veinte (20) días siguientes a la firmeza de la adjudicación. 
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2. Solicitudes de admisión a procesos creados por los Decretos 560 y 772 de 2020 

ante la Superintendencia de Sociedades y Cámara de Comercio de Cartagena. 

No cabe duda de que en un año marcado históricamente por una pandemia que trajo 

consigo una de las crisis y desaceleraciones económicas más grandes de la historia reciente, 

la cifra de solicitudes de admisión presentadas por deudores durante el año 2020 en la ciudad 

de Cartagena resulta sorprendente (Casas, 2021). Solo once (11) de las 39 solicitudes a 

procesos creados por los decretos de emergencia fueron admitidas, discriminadas como a 

continuación se ilustra y relaciona: 

TOTAL SOLICITUDES ADMITIDAS - AÑO 2020 

CLASE # PROCESOS % 

NEAR 2 18% 

PRA 8 73% 

LJS 1 9% 

TOTAL 11 100% 

 

Fuente: Elaboración Propia 

 

Fuente: Elaboración Propia 
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Los anteriores datos nos llevan inevitablemente a concluir que los temas de 

insolvencia empresarial en la ciudad no hacen parte de la cultura empresarial ni de la 

economía. Infortunadamente, el deudor insolvente es mal visto en el mercado y sobre todo 

en el sector financiero, donde una vez se abre la puerta de la insolvencia, se cierra la del 

crédito. Uno de los principales temores del empresario de tocar las puertas de estos 

mecanismos de recuperación es precisamente la lápida que le pone el sector financiero y 

comercial, por el potencial riesgo que representa para ellos hacer negocios con un deudor 

insolvente. ¿No era esta la oportunidad histórica más oportuna para brindar confianza al 

empresario en aras de recuperarlo y mantenerlo a flote? 

Por otro lado, otro factor determinante en esta estadística de solicitudes presentadas 

y admitidas es la falta de información que hay sobre estos temas. Muchos empresarios no 

conocen los mecanismos de recuperación creados por los decretos de emergencia y tampoco 

el proceso de reorganización regulado en nuestro estatuto concursal. Es ahí donde entidades 

como la Superintendencia de Sociedades y la Cámara de Comercio de Cartagena, deben 

tomar la bandera en cuanto a la difusión de este tipo de procesos en aras de mantener a flote 

las empresas y la economía de la ciudad. 

En informe presentado por el Superintendente de Sociedades, Juan Pablo Liévano, 

acerca de las cifras de procesos de insolvencia presentados en el primer semestre del año 

2020, ya se veía que los empresarios cartageneros no estaban acudiendo al régimen 

transitorio de insolvencia creado por los decretos de emergencia. El periódico El Universal, 

el más importante a nivel local, dijo el 6 de octubre de 2020: 

En el primer semestre del año la Superintendencia de Sociedades recibió 452 

solicitudes de insolvencia en las diferentes intendencias del país y de ellas en 

la de Cartagena se recepcionaron 17, equivalentes al 3,76% del total nacional. 

Las cifras nacionales representan una disminución del 21,52% en 

comparación con las solicitudes radicadas en igual periodo de 2019 (576). 

De esas solicitudes, 326 corresponden a personas jurídicas y 126 a personas 

naturales. En la intendencia de Cartagena, que integra a los departamentos de 
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Bolívar, Sucre, Córdoba y San Andrés, 10 de las solicitudes fueron de 

personas jurídicas y 7 de personas naturales. El más reciente informe 

entregado por el superintendente de Sociedades, Juan Pablo Liévano, indica 

que el estado de esas solicitudes de insolvencia en el país es el siguiente: en 

estudio (69), inadmitidas (97), rechazadas (107), admitidas (171) y desistidas 

(8). De las admitidas, 364 son para reorganización y 84 para liquidación. 

En el caso de la intendencia de Cartagena, 6 están en estudio, una fue 

rechazada y 10 admitidas. (Figueroa, 2020) 

Para esa época, el panorama no era alentador y,  al no ser utilizados los mecanismos 

de recuperación empresarial, la salida inevitable sería el aumento considerable de 

empresarios con medidas cautelares sobre sus activos, ilíquidos, sin posibilidad alguna de 

desarrollar su objeto social, y la condena de la economía local a sufrir un revés de grandes 

proporciones. 

El mismo medio local, el 16 de marzo de 2020, manifestó: 

“Entre las más de 5.600 empresas que se liquidaron en la jurisdicción de la Cámara 

de Comercio de Cartagena (CCC) en el 2020, año marcado por el comienzo y 

propagación de la pandemia de coronavirus, sobresalen por su proporción las 5.519 

microempresas (con menos de 10 trabajadores), que representaron el 97,8% del tejido 

empresarial. 

Hasta antes de la pandemia, entre el período 2013 y 2019, se liquidaron en promedio 

17 empresas medianas y 3 empresas grandes (por año) en el área de la CCC, cifras 

que en el 2020 se dispararon por el “contagio” de la economía durante la pandemia.” 

(Hermes Figueroa, 2021) 

Fueron 5.519 microempresas liquidadas en el año 2020, versus diez (10) solicitudes 

presentadas y admitidas para procesos de recuperación empresarial o de reorganización. Sin 

duda alguna, algo no está funcionando bien donde solo un mínimo porcentaje de empresas 

toca las puertas del régimen de insolvencia antes de cerrar operaciones y liquidarse. 
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2.1. Procesos por clase y sector económico 

Los sectores económicos que tocaron las puertas del régimen transitorio de insolvencia 

también a simple vista resaltan. Sin dejar de lado las consideraciones anteriores, donde 

evidentemente las solicitudes de admisión presentadas y admitidas no se compadecen con la 

realidad económica de la ciudad por causa de los estragos dejados por el Covid-19, es 

menester resaltar, por ejemplo, en el caso del sector de restaurantes, que solo haya tres (3) 

empresarios admitidos en procesos de insolvencia (dos en NEAR y uno en PRA) 

El periódico El Tiempo, el 2 de mayo de 2020 en su artículo “La hecatombe económica 

en Cartagena, la joya del turismo en Colombia” informó: 

La Cámara de Comercio de Cartagena sostiene que la crisis eliminó de tajo 

41.600 empleos directos en toda la ciudad. Solo en el centro histórico, según la 

entidad, 2.000 empresas, inscritas como bares, discotecas y restaurantes, están al 

borde de la quiebra. Otras 2.000 empresas de los sectores de Bocagrande, Getsemaní 

y Manga quebraron. 

El 95 por ciento de los comerciantes de Cartagena redujeron sus ingresos. Y un 51 

por ciento redujo sus ventas entre un 80 y un 100 por ciento”, señala Patricia Osorio, 

directora de Fenalco, capítulo Bolívar. (Montaño, 2020) 

NEAR 

SECTOR # PROCESOS % 

Restaurantes 2 100% 

TOTAL 2 100% 

 

Fuente: Elaboración propia 
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Fuente: Elaboración propia 

Claramente son muy pocos los deudores insolventes admitidos pertenecientes al 

sector de restaurantes si se tiene en cuenta que Cartagena, por ser una ciudad cuya economía 

depende en gran medida del turismo, sufrió en este sector uno de sus más grandes golpes por 

causas de la COVID-19.  

 

PRA 

SECTOR # PROCESOS % 

Servicios 4 50% 

Comercio 2 25% 

Restaurantes 1 13% 

Construcción 1 13% 

TOTAL 8 100% 

 

Fuente: Elaboración Propia 

2
100%

NEAR

Restaurantes
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Fuente: Elaboración Propia 

 

La Cámara Colombiana de la Construcción (Camacol), el 20 de abril de 2020 se 

refirió a los retos del sector en medio de la crisis originada por la COVID-19, como sigue: 

Los proyectos de construcción que estaban en marcha, es decir más de 2.000 frentes 

de obra en proyectos de vivienda y cerca de 7.8 millones de m2 en proceso de 

construcción de proyectos no residenciales, han cesado actividades en el país. En 

Bolívar tenemos más de 47 frentes de proyectos de vivienda detenidos, nuestro sector 

se encadena productivamente con 27 ramas de actividad productiva en el 

departamento. (CAMACOL BOLÍVAR, 2020) 

Por su parte, la Federación Nacional de Comerciantes (Fenalco), para Bolívar, en su 

bitácora económica de octubre de 2020, mostraba los impactos de la COVID-19 en el sector 

comercial. Al respecto en esta publicación de la entidad se manifestaba lo siguiente: 

Los comerciantes en general sufren fuertes caída en las ventas, situación que 

preocupaba a más empresarios en julio (21%) 

4
50%

2
25%

1
12%

1
13%

PRA

Servicios Comercio Restaurantes Construcción
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que en septiembre (17%), lo que sugiere que las ventas del comercio han mejorado 

lentamente. La carga tributaria ocupa lugares de vanguardia en este ranking poco 

honroso de problemas empresariales en la presente coyuntura. El pago de arriendos 

es un grave problema durante la pandemia del covid-19, dado que los comerciantes 

no pueden generar el flujo de caja suficiente para cancelar el canon mensual de los 

locales. Al respecto, hemos solicitado al Gobierno Nacional el trámite de una norma 

que extienda la exención del IVA a los arriendos comerciales hasta diciembre de 

2021. (FENALCO, 2020) 

LJS 

SECTOR # PROCESOS % 

Construcción 1 100% 

TOTAL 1 100% 

 

Fuente: Elaboración Propia 

 

Fuente: Elaboración Propia 

1
100%

LJS

Construcción



47 

 

2.2. Pasivos sujetos a procesos bajo decretos de emergencia 

Aproximadamente $12.648 millones de pesos han sido el total de pasivos sometidos 

a procesos de reorganización o liquidación bajo los mecanismos creados por el régimen 

transitorio de insolvencia y sus decretos de emergencia. Si tomamos en cuenta las cifras 

anteriormente expresadas de empresas que cerraron sus puertas en la ciudad, este nivel de 

pasivos sometidos a insolvencia resulta ínfimo con respecto al impacto real en la economía 

de las empresas cartageneras que se vieron con la imposibilidad de generar flujos de caja para 

atender el pago de sus deudas.  

TOTAL PASIVOS (MILLONES) 

CLASE VALOR % 

NEAR  $      1.669.482  13% 

PRA  $   10.686.533  84% 

LJS  $           291.548  2% 

TOTAL  $   12.647.563  100% 

 

Fuente: Elaboración Propia 

 

Fuente: Elaboración Propia 

$1,669,482 
13%

$10,686,533 
85%

$291,548 
2%

TOTAL PASIVOS EN PROCESOS

NEAR PRA LJS
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2.3. Tiempos de admisión por clase de proceso 

Los decretos de emergencia 560 y 772 de 2020 en sus artículos 2, hablan claramente del 

acceso expedito que debe dársele a los deudores insolventes afectados por la crisis originada 

por la COVID-19 a los mecanismos de negociación y recuperación creados en este marco 

normativo. Tan es así, que se determinó que las autoridades competentes no harán auditoría 

sobre el contenido o la exactitud de los datos aportados y los estados financieros presentados 

en cada solicitud, y traslada la responsabilidad de la veracidad de la información al deudor, 

contador público y revisor fiscal, quienes certificarán las cifras presentadas. 

Sin duda alguna, unos artículos cargados de las mejores intenciones, sin embargo, en la 

práctica vemos que el promedio de tiempo transcurrido entre la presentación de la solicitud 

y la admisión a un proceso fue de 78 días. Considerando el estado de emergencia en que nos 

encontramos, resultaría excesivo ese número de días transcurrido debido a que el empresario 

acude al régimen de insolvencia en busca de un salvavidas que le ayude a preservar sus 

activos y continuar con el desarrollo de su objeto social en condiciones favorables. 

Es importante decir que el decreto es claro en cuanto a que el tiempo de admisión deberá 

ir acorde a los recursos disponibles de las autoridades competentes para atender las 

solicitudes. En el caso de Cartagena, ¿será que las entidades encargadas de conocer de este 

tipo de procesos no estaban preparadas para atender 39 solicitudes en tiempos razonables y 

que se compadezcan con la situación de los empresarios de la ciudad? 

 

TIEMPO DE ADMISION - PRA 

# PROCESO SOLICITUD ADMISION DÍAS 

1 14/06/2020 10/08/2020 57 

2 02/06/2020 18/08/2020 77 

3 02/06/2020 18/08/2020 77 

4 28/02/2020 19/06/2020 112 

5 11/06/2020 25/06/2020 14 



49 

 

6 03/06/2020 18/08/2020 76 

7 03/08/2020 06/10/2020 64 

8 30/01/2020 25/06/2020 147 

  
PROMEDIO 78 

 

Fuente: Elaboración Propia 

 

TIEMPO DE ADMISION - NEAR 

# PROCESO SOLICITUD ADMISION DÍAS 

1 01/08/2020 23/10/2020 83 

2 5/11/2020 09/12/2020 34 

  
PROMEDIO 59 

 

Fuente: Elaboración Propia 

 

TIEMPO DE ADMISION - LJS 

# PROCESO SOLICITUD ADMISION DÍAS 

1 02/10/2020 16/03/2021 
165 

 

Fuente: Elaboración Propia 
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2.4. Estado de los PRECC (Proceso de Recuperación Empresarial en Cámaras de 

Comercio) en la ciudad de Cartagena durante el año 2020. 

 

La Cámara de Comercio de Cartagena no recibió una sola solicitud de admisión a un 

PRECC. Un dato que, después de conocer las cifras de solicitudes y admisión de la 

Superintendencia de Sociedades en Cartagena, no sorprende. Sin embargo, en este tipo de 

procesos pueden ser admitidos deudores expresamente excluidos del régimen concursal 

establecido en la Ley 1116 de 2006.  

Los centros de conciliación de las cámaras de comercio están llamados a ser abanderados 

en este tipo de procesos extrajudiciales de negociación. En ese sentido, la Cámara de 

Comercio dentro de sus ciclos de conferencias durante la pandemia y el confinamiento, 

presentó múltiples conferencias con firmas y ponentes especializados en el tema de 

insolvencia, para sensibilizar a los comerciantes acerca de este tipo de herramientas. 

No es un secreto que no solo en Cartagena, sino en el país, ser insolvente es un rótulo que 

nadie quisiera tener. No hay cultura empresarial acerca de este tipo de mecanismos, como sí 

la existe en otros países desarrollados. Esto, y el desconocimiento de las normas de 

insolvencia, son quizás la principal razón por la que las estadísticas de solicitudes y de 

admisión no parecen ser las de una ciudad sumida en una crisis como la vivida en el año 2020 

por causa de la COVID-19. 
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3. Acuerdos de reorganización confirmados y de liquidaciones judiciales concluidas de 

los nuevos procesos concursales en la ciudad de Cartagena durante el año 2020. 

 

Durante el año 2020 no hubo acuerdos de reorganización confirmados derivados de 

procesos creados por los Decretos 560 y 772 de 2020. La idea primordial de los Decretos no 

es solo favorecer en tiempos al deudor sino a sus acreedores. En ese sentido se hubiera 

esperado que hubiese acuerdos confirmados en un año de pandemia. Sin embargo, vale la 

pena decir que el año 2020 sirvió para engranar y sobre todo aprender sobre la marcha, como 

sería el comportamiento y el avance de estos procesos en la práctica. Sin duda alguna vendrán 

nuevas reglamentaciones que cada día darán más luces a los deudores, acreedores, auxiliares 

de justicia y entidades competentes de conocer de los mismos, para sacarlos delante de 

manera más rápida. 

PROCESOS CULMINADOS 

CLASE CANTIDAD 

NEAR 0  

PRA 0  

LJS 0  

TOTAL 0  

 

Fuente: Elaboración Propia 
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Conclusiones 

 

La COVID-19 nos tomó por sorpresa a todos, sin excepción. Y es que ¿quién tiene en los 

planes una pandemia como esta? Sin precedentes, ni nuestros abuelos ni nuestros padres 

podrían darnos testimonio de un confinamiento siquiera semejante al que hemos vivido por 

causa del virus, que no solo ha puesto en jaque la salud del mundo entero, sino la economía 

y sostenibilidad financiera del mismo. Los líderes mundiales se debaten entre la economía 

vs. la salud y la misma vida. Se ha tenido que actuar rápido, y aunque de la prisa no queda 

sino el cansancio, tocaba hacerlo. 

En materia de normas de insolvencia en Colombia, ya se estudiaba una reforma a la Ley 

1116 de 2006 y sus decretos complementarios, pero para hacer frente a la crisis fue necesaria 

la expedición de decretos en esta materia, que en medio de la emergencia permitieran que un 

mayor número de personas (naturales o jurídicas) pudieran acogerse de manera expedita a 

los mecanismos de salvación empresarial. 

No es la intención restar mérito a los Decretos Legislativos 560, 772 de 2020, pero sí 

resaltar aspectos que pueden mejorarse y reglamentarse. 

Lo primero es decir que ya no debemos hablar solo de reorganización empresarial y 

liquidación judicial, sino de reorganización empresarial, reorganización empresarial 

abreviada, negociación de emergencia de un acuerdo de reorganización, proceso de 

recuperación empresarial en Cámara de Comercio, liquidación judicial y liquidación 

simplificada. Es decir, pasamos de dos procesos a seis. De entrada, para el empresario es muy 

denso digerir esto y seguramente entenderá poco o nada, sin embargo, era necesario 

diferenciar aquellas pequeñas insolvencias para que se les diera un trámite más expedito ya 

que, en definitiva, el pequeño y mediano empresario es el más afectado por estos tiempos. 

Respecto a los procesos recuperatorios o salvamento empresarial, y en medio de esto un 

interrogante al que se enfrentan quienes pretenden acogerse al régimen de insolvencia hoy 

por hoy, es a qué clase de proceso debe acogerse. Cada uno tiene sus particularidades entre 

las que se resaltan principalmente las siguientes: 
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- Ámbito de aplicación. 

- Levantamiento de medidas cautelares y aplazamiento de gastos de administración 

- Acuerdos por categorías de acreedores. 

- Pasivos por retención en la fuente. 

- Presupuestos de admisión. 

 

Ámbito de aplicación: El Decreto 560 de 2020 estableció que incluso las personas 

excluidas en la Ley 1116 de 2006, pueden intentar un proceso de recuperación empresarial 

en las cámaras de comercio. ¿No habría sido más conveniente y equitativo extender esta 

posibilidad a los demás procesos recuperatorios o de salvamento empresarial? De esta 

manera se garantizaba que las personas excluidas de procesos en Ley 1116 tuvieran el 

abanico de posibilidades o procesos posibles que sí tienen las no excluidas, considerando las 

particularidades de cada uno y que pueden satisfacer necesidades específicas de cada deudor. 

La Superintendencia de Sociedades es la entidad con la mayor experticia en temas de 

insolvencia, y el aprovechamiento de la infraestructura y experiencia de las cámaras de 

comercio en conciliación y arbitraje no debió traer consigo darles competencias para conocer 

de un mayor número de procesos que la misma SUPERSOCIEDADES, que es la entidad 

llamada a liderar este tipo de trámites. En ese sentido vale la pena también preguntarse ¿Por 

qué no se aprovechó la experiencia en manejos de procesos de insolvencia (así sea de persona 

natural no comerciante) de los centros de conciliación privados? 

Si bien el proceso de insolvencia en la persona natural no comerciante contiene en su 

parte procedimental marcadas diferencias con respecto a las personas jurídicas comerciantes 

o demás sujetos de las leyes de insolvencia, su esencia es la misma: conciliar, negociar y 

determinar mecanismos idóneos para conservar viva una unidad de explotación económica y 

satisfacer el pago de acreedores. 

En Cartagena, centros de conciliación privados han manejado con amplia experticia 

procesos de insolvencia; esta hubiera sido una valiosa oportunidad para darles la 
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responsabilidad de echar una mano a entidades como la SUPERSOCIEDADES que, por su 

congestión, muchas veces se ven imposibilitadas para atender en los tiempos ideales los 

requerimientos de los usuarios. 

Levantamiento de medidas cautelares y aplazamiento de gastos de administración: En el 

Decreto 560 de 2020 se establece expresamente que el hecho de ser admitido en una 

negociación de emergencia de un acuerdo de reorganización o en un proceso recuperatorio 

en cámaras de comercio, no implica el levantamiento de medidas cautelares como sí se 

contempla en el Decreto 772 de 2020 en el proceso de reorganización abreviado y en los 

procesos bajo Ley 1116 de 2006. En la presentación del Decreto 560 de 2020 por parte del 

Superintendente de Sociedades y su equipo asesor, se justificó el no contemplar el 

levantamiento de medidas cautelares porque podría tener problemas de constitucionalidad, 

un poco vaga y gaseosa la justificación, teniendo en cuenta que otras normas sí lo 

contemplan. Ubicándonos, por ejemplo, en el escenario de aquellas personas expresamente 

excluidas del régimen de insolvencia establecido en la Ley 1116 de 2006, que solo pueden 

acceder a los procesos de recuperación empresarial en cámaras de comercio y se encuentren 

con cuentas bancarias embargadas, necesariamente deberán negociar el acuerdo de 

reorganización con esa medida cautelar sobre su patrimonio, sin aplazamiento de gastos de 

administración. 

En concordancia con lo anteriormente dicho, el aplazamiento en el pago de gastos de 

administración sólo se contempla para la negociación de emergencia de un acuerdo de 

reorganización y no para los demás procesos recuperatorios. Más interrogantes para el deudor 

ligados íntimamente al principal que es a cuál proceso acogerse. ¿Por qué en un solo proceso 

no recoger todos estos beneficios para el deudor?, ¿Por qué acogerse a un beneficio implica 

la renuncia a otro en momentos tan difíciles?  

Llama la atención la encrucijada en que se pone al deudor insolvente en un momento 

donde quizás los más preciado es el flujo de caja de su empresa y la posibilidad de disponer 

de los recursos y activos sobre los que recaigan medidas cautelares. ¿No debería estar 

diseñada la norma para brindarle al deudor el uso de todas las herramientas posibles para 
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hacer frente a la crisis? Se quedan cortos los decretos en este sentido y no le brindan 

suficientes garantías al deudor. 

Acuerdos por categorías de acreedores: En el Decreto 560 de 2020 se plantea la 

posibilidad de hacer acuerdos parciales de reorganización por categorías de acreedor en la 

negociación de emergencia de un acuerdo de reorganización. Así mismo, el Decreto 842 de 

2020 amplía esta posibilidad a los procesos de recuperación empresarial en cámaras de 

comercio. Sin duda alguna, un parágrafo lleno de las mejores intenciones, aunque quedan 

muchas dudas acerca de cómo en la práctica esto pueda ser viable. El acuerdo parcial sólo es 

vinculante para los acreedores de la categoría respectiva, es decir, tal como está redactada la 

norma, es claro que quienes no hagan parte de esa o esas categorías con quienes se hizo 

acuerdo parcial, estarán legitimados para buscar el pago de sus acreencias. Entonces, ¿Cómo 

se garantiza que el patrimonio del deudor destinado a cumplir ese acuerdo no sea perseguido 

por los demás acreedores?, ¿Debió contemplarse la inembargabilidad o algún tipo de medida 

de protección patrimonial especial hasta el monto del acuerdo o los acuerdos parciales 

suscritos por categoría? La norma debió brindar mayor claridad acerca de cómo, en la 

práctica, se ejecutarían este tipo de acuerdos parciales por categoría. 

El patrimonio del deudor es la prenda general de los acreedores, y abrir la posibilidad de 

acuerdos parciales pone en entredicho el principio de universalidad del régimen de 

insolvencia   

Indudablemente, en este y otros aspectos seguramente tendremos jurisprudencia que 

marcará el camino a seguir en situaciones específicas. 

Pasivos por retención en la fuente: Los Decretos 560 y 772 de 2020 trajeron consigo una 

serie de aspectos tributarios que, aunque tienen como propósito final mejorar el flujo de caja 

del deudor, en unos aspectos se quedan cortos. Lo primero que vale la pena preguntarse es 

por qué estos beneficios tributarios no se extendieron a los afectados por la emergencia 

económica, social y ecológica ocasionada por la COVID-19, sino solamente a aquellas 

personas que ya han sido admitidas o estén en ejecución de acuerdos bajo Ley 1116 de 2006.  
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Otro aspecto en que se quedaron cortos los decretos de emergencia es en lo relativo a la 

no reorganización de los pasivos por concepto de retención en la fuente. Esto viene siendo 

una piedra en el camino de la confirmación de los acuerdos de reorganización empresarial 

con la Ley 1116 de 2006, debido a que el deudor acude a un proceso de insolvencia o un 

mecanismo de recuperación por la situación de iliquidez en que se encuentra, y si esos 

pasivos por retención en la fuente no fueron atendidos en su momento fue porque la iliquidez 

del deudor no lo permitió en los períodos que fueron presentadas las declaraciones tributarias 

que soportan dichas acreencias.  

La retención en la fuente es un mecanismo de recaudo anticipado de impuestos, la cual 

es descontada a los acreedores y proveedores, pagándosele a ellos el valor de la factura menos 

el valor de la retención en la fuente. Lo anterior nos permite inferir que, si el pasivo con un 

acreedor no fue atendido por una situación de crisis en que se vio el deudor, esa retención en 

la fuente que es inherente a ese pasivo, que a su vez está relacionado con un escenario de 

crisis, tampoco está en capacidad de atenderse. ¿no debería ser la retención en la fuente objeto 

de organización?  

En el escenario actual de crisis económica originada por el Covid-19, exigirle al deudor 

que atienda el pago de retenciones en la fuente como requisito para la confirmación de un 

acuerdo de reorganización empresarial, se sale completamente de contexto. Debería 

contemplarse, al menos, que las retenciones en la fuente que correspondan a descuentos de 

facturas que hagan parte del pasivo objeto de reorganización, hagan parte del acuerdo y no 

se exija su pago obligatorio para la confirmación del acuerdo. 

Lo anterior sería un posición más coherente y consecuente con la situación actual del 

empresariado colombiano, que en la actualidad lo que requiere es aliviar su flujo de caja para 

poder continuar con su actividad empresarial y, por supuesto, atender las obligaciones 

derivadas de un eventual acuerdo de reorganización empresarial. 

Presupuestos de admisión: El Decreto 560 de 2020 consideró la suspensión temporal de 

algunas normas, entre las que se encuentra el supuesto de incapacidad de pago inminente 

contemplado artículo 9 de la Ley 1116 de 2006. Esta suspensión no es aplicable a los procesos 
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de negociación de emergencia de un acuerdo de reorganización ni a los de recuperación 

empresarial en cámaras de comercio. Es decir, que si una persona afectada por la crisis del 

Covid-19, con un embargo sobre sus cuentas bancarias, y que, por causa de este embargo y 

otras situaciones adversas en el corto y mediano plazo, ve que no podrá cumplir con sus 

obligaciones en el próximo año y quiere intentar un proceso de reorganización empresarial 

como lo establece la Ley 1116 de 2006 o el Decreto 772 si es abreviado, no podría intentarlo 

ya que no cumple con las condiciones del supuesto de cesación de pagos. O sea, debería 

intentar entonces una negociación de emergencia de un acuerdo de reorganización o un 

proceso recuperatorio en cámaras de comercio, que sí admiten el supuesto de incapacidad de 

pago inminente, pero con la particularidad que no contemplan levantamiento de medidas 

cautelares. Es decir, el deudor, de acceder a un proceso de negociación de emergencia o uno 

recuperatorio, negociará con sus cuentas embargadas, con gastos posteriores a la admisión 

causándose sin poder pagarlos y, en el caso de los procesos recuperatorios en cámaras de 

comercio recordemos que no hay aplazamiento de los gastos de administración, lo que pone 

al deudor en una posición de desventaja en la negociación. 

Más allá de la protección del crédito de los acreedores y de la función que cumplen en 

ese objetivo las medidas cautelares, debemos partir de la buena fe del deudor y de que, si se 

somete y somete su patrimonio como prenda de garantía de los acreedores en un proceso de 

esta naturaleza, es porque quiere satisfacer los créditos y continuar con su actividad 

empresarial. 

Actuar en materia normativa en medio de la pandemia, era una obligación ineludible para 

el Gobierno Nacional, y sin dudas, una de las prioridades hoy en día, aparte de preservar la 

vida, es preservar la empresa como fuente generadora de empleo y motor de la economía. En 

esa misma línea los entes territoriales han estructurado sus planes de desarrollo local 

destinando importantes partidas a la reactivación económica, pensando principalmente en la 

creación de nuevas unidades productivas y, por supuesto, el fortalecimiento de las ya 

existentes. El régimen transitorio de insolvencia expedido por el Gobierno Nacional y el 

fortalecimiento de auxiliares de justicia y creación de listas de mediadores para atender estos 

asuntos, dan fe de las mejores intenciones de las normas expedidas. El reto, no solo de los 
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empresarios, sino de las entidades llamadas a manejar los procesos de insolvencia en medio 

de la crisis es enorme, el número de situaciones específicas de cada deudor y/o acreedor que 

se vienen, y que deberán ser resueltas por vía jurisprudencial y reglamentaria seguramente 

no será menor. Lo anterior nos obliga a hacer un estudio juicioso desde la academia y la 

realidad empresarial, para afinar y hacer cada días más eficaces y eficientes los mecanismos 

de salvación empresarial.  
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Anexos 

1. Admisiones a procesos concursales en la ciudad de Cartagena en el año 2020. Fuente: 

Superintendencia de Sociedades. 

NIT//C.C. NOMBRE PROCESO AL CUAL FUE 

ADMITIDO LA SOLICITUD 

806015640 SIERRA CABALLERO SAS LIQUIDACIÓN JUDICIAL 

800252912 INVERSIONES Y PROYECTOS 

INMOBILIARIOS COLOMBIA 

S.A.S. 

REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

802008369 GLOBAL CORPORATION S.A. REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

900920108 B & S BIENES & SERVICIOS S.A.S. REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

827000307 MUNDO MARINO VELILLA S.A.S. REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

900201090 PROMOTORA RD S.A.S LIQUIDACIÓN JUDICIAL 

152856 EZIO MATEUCCI DINI REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

800233841 HOTEL BOSTON LIMITADA REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

45508828 LOPEZ GARCIA ANGELA MARIA REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900590927 TEXTYBRANDS S.A.S. REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

800066179 M.U. Y ASOCIADOS S.A.S. REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 
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92559714 TOVIO BOHORQUEZ CARLOS 

ANDRES 

REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

1044918504 YERARDIN RODRIGUEZ DIAZ REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

41666465 NEILA CALDERÓN DIAZ REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900189239 INEIM LTDA REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

806012364 BUSEXPRESS S.A.S REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

900312926 21 GRADOS INGENIERIA S.A.S REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900012038 AUDITORIA & CONSULTORIA 

GLOBAL S.A.S. 

REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900602745 AUDITORES GLOBALES S.A.S. REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

86066735 ROJAS SIERRA DANIEL 

MAURICIO 

REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

806000357 PARQUE COMERCIAL E 

INDUSTRIAL DE BARRANQUILLA 

VIA 40 S.A. 

REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

900626373 SUBWAY LA PLAZUELA S.A.S REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

812003084 SERVICER REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

18519939 ANDRES FELIPE MONTOYA  NEGOCIACIÓN DE 

EMERGENCIA 

900727692 PROMOTORA DE DESARROLLO 

URBANO HI S.A.S 

REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 
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900244420 NUEVA ENOTECA S.A.S NEAR 560 

806008716 IBRO S.A.S REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900247337 PEREZ Y GONZALEZ REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

812000250 TRANSPORTES TRANSBORDAR 

S.A.S 

REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900017533 SUPER BOUTIQUE 

COMUNICACIONES S.A.S 

REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

37800652 MARIA EUGENIA GOMEZ GALVIS REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

830503109 VALORES INGENIERIA S.A.S LIQUIDACIÓN SIMPLIFICADA 

772 

5561735 ACEVEDO ORTEGA ORLANDO REORGANIZACIÓN EN 

TRÁMITE 

823002005 INGENIERIA Y CONSULTORIA DE 

COSTA S.A 

REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

900516683 CORPORACIÓN ATLANTICO S.A.S REORGANIZACIÓN 

ABREVIADA 772 

901218269 INVERSIONES GERDTS HERRERA  

S.A.S 

LIQUIDACIÓN SIMPLIFICADA 

772 

 

2. Solicitudes de admisión a reorganización empresarial año 2020. Fuente: Superintendencia 

de Sociedades 

NIT. // C.C. NOMBRE ACTIVIDAD ECONÓMICA 

PETICIÓN  

(DEUDOR O 

ACREEDOR) 
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900644841 MEDITRÁMITES SAS 
TRANSPORTE DE PASAJEROS 

Y OTROS  
DEUDOR 

73094691 
ALVARO ENRIQUE 

ALVARADO NIETO 
CONTROLANTE DEUDOR 

900546595 

ASISTENCIAS 

INTEGRALES Y 

EDUCATIVAS G.F. 

SAS  

EDUCACIÓN  MEDIA 

TECNICA  Y DE FORMACIÓN 

LABORAL 

DEUDOR 

1067901990 

KATERIN SAKIRA 

GUZMAN 

FERNANDEZ 

ACTIVIDADES DE JUEGOS DE 

AZAR Y APUESTAS 
DEUDOR 

50877321 

SILVIA PATRICIA 

FERNANDEZ 

GUERRA 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE PRENDAS DE VESTIR  Y 

SUS ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTICULOS DE PIEL) 

DEUDOR 

11061259 

GERARDO 

EDMMUNDO DE 

LEON GOMEZ 

ACTIVIDADES DE APOYO A 

LA GANADERIA, COMERCIO 

AL POR MAYOR DE 

MATERIAS PRIMAS 

AGROPECUARIAS; ANIMALES 

VIVOS 

DEUDOR 

23048941 

MARIA LUISA 

MONTES DEL 

CASTILLO 

ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS Y OTROS 
DEUDOR 

71723608 

EDISSON GUSTAVO 

ARISTIZABAL 

ARISTIZABAL 

CONTROLANTE DEUDOR 

806009172 SERCONTEC S.A.S  
CONSTRUCCIÓN DE OBRAS 

DE INGENIERIA CIVIL  
DEUDOR 
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9086236 
JUAN PABLO REINO 

BULA  
CONTROLANTE DEUDOR 

67016389 
ERIKA ESCOBAR 

COLLAZOS  
CONTROLANTE DEUDOR 

73195569 
HARRY BARBOSA 

SANCHEZ  
CONTROLANTE DEUDOR 

22582949 

SILVANA 

MARGARITA TEJADA 

NUÑEZ  

CONTROLANTE DEUDOR 

900032518 
EP SOLUCIONES 

LTDA 

ACTIVIDADES DE 

TELECOMUNICACIONES. 

CONSULTORIA 

INFORMATICA, 

ADMINISTRACIÓN DE 

INSTALACIONES 

INFORMATICAS. 

INSTALACIONES 

ELECTRICAS Y OTROS  

DEUDOR 

30772957 
YOLANDA VICTORIA 

PUELLO GRAU 
CONTROLANTE DEUDOR 

827000723 LEM CARGO EU 

TASNPORTE AEREO 

NACIONAL DE CARGAS Y 

OTROS 

DEUDOR 

454354577 

LOURDES DE LA 

CANDELARIA  

FLOREZ CASTRO 

CONTROLANTE DEUDOR 

900323855 
LAS GALLINAS 

DORADAS SAS 

ELABORACIÓN DE 

PRODUCTOS DE PANADERIA 
DEUDOR 
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73215651 
CARLOS MIGUEL  

ALVARADO FLOREZ 
CONTROLANTE DEUDOR 

900544265 

AHR SERVICIOS 

BIOMÉDICOS DE 

COLOMBIA S.A.S. 

COMERCIO AL POR MAYOR 

DE O9TROS TIPOS DE 

MAQUINARIA Y EQUIPO 

DEUDOR 

900323855 
LAS GALLINAS 

DORADAS SAS 

ELABORACIÓN DE 

PRODUCTOS DE PANADERIA 
DEUDOR 

73130193 
CARLOS FERNANDO  

DORIA ROMERO 
CONTROLANTE DEUDOR 

900546595 

ASISTENCIAS 

INTEGRALES Y 

EDUCATIVAS GF 

S.A.S. 

EDUCACION MEDIA TECNICA 

Y DE FORMACION LABORAL 
DEUDOR 

900310402 RTH SAS 

ALQUILER Y 

ARRENDAMIENTO DE OTROS 

TIPOS DE MAQUINARIA, 

EQUIPO Y BIENES 

TANGIBLES 

DEUDOR 

73184612 
JAIRO BOHORQUEZ 

QUIJANO 
CONTROLANTE DEUDOR 

7439837 
.JAIRO BOHORQUEZ 

OSPINO 
CONTROLANTE DEUDOR 

806004333 PROINVEST LTDA 

ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA 

DEUDOR 

900368734 LOGITEM S.A.S. 

ACTIVIDADES DE 

ADMINISTRACION 

EMPRESARIA - OTRAS 

ACTIVIDADES DE LIMPIEZA 

DEUDOR 
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DE EDIFICIOS E 

INSTALACIONES 

INDUSTRIALES - OTRAS 

ACTIVIDADES DE SERVICIO 

DE APOYO A LAS EMPRESAS 

N.C.P. 

811031066 

AGROPECUARIA 

SIERRA NEVADA 

S.A.S. 

COMERCIO AL POR MAYOR A 

CAMBIO DE UNA 

RETRIBUCION O POR 

CONTRATA 

DEUDOR 

73104350 
ATENCIO PANTOJA 

ELIGIO 
CONTROLANTE DEUDOR 

900341261 
MARQUEZ ALVAREZ 

& COMPAÑIA S. EN C. 

ACTIVIDADES DE 

TELECOMUNICACIONES 

ALAMBRICAS - ACTIVIDADES 

DE TELECOMUNICACIONES 

INALAMBRICAS 

DEUDOR 

1067901990 

KATHERINE SAKIRA 

GUZMAN 

FERNANDEZ 

ACTIVIDADES DE JUEGOS DE 

AZAR Y APUESTAS 
DEUDOR 

800252912 

INVERSIONES Y 

PROYECTOS 

INMOBILIARIOS 

COLOMBIA S.A.S. 

CONSTRUCCIÓN DE OTRAS 

OBRAS DE INGENIERÍA CIVIL 
DEUDOR 

802008369 
GLOBAL 

CORPORATION S.A. 

ACTIVIDADES DE 

DESARROLLO DE SISTEMAS 

INFORMÁTICOS 

DEUDOR 

900920108 
B & S BIENES & 

SERVICIOS S.A.S. 

TRANSPORTE DE CARGA POR 

CARRETERA 
DEUDOR 
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827000307 
MUNDO MARINO 

VELILLA S.A.S. 

ACTIVIDADES DE 

OPERADORES TURISTICOS-

ACTIVIDADES DE LAS 

AGENCIAS DE VIAJES-

ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS REALIZADAS 

CON BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS-

ORGANIZACFIÓN DE 

CONVENCIONES O EVENTOS 

COMERCIALES. 

DEUDOR 

890405565 

PROCESADORES DE 

LECHE DEL CARIBE 

S.A.S. 

ELABORACIÓN DE 

PRODUCTOS LACTEOS 
ACREEDOR 

64704117 
KELIS JOHANA 

CONTRERAS ORTEGA 

COMERCIO AL PORMENOR 

DE PRODUCTOS 

FARMACEUTICOS Y 

MEDICINALES, COSMETICOS 

Y ARTICULOS DE TOCADOR 

EN ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

DEUDOR 

7704708 
GOMEZ RAMIREZ 

WILSON RAUL 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE PRENDAS DE VESTIR Y 

SUS ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTICULOS DE PIEL) EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

DEUDOR 

152856 MATTEUCCI EZIO 
ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS REALIZADAS 
DEUDOR 
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CON BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS 

800233841 
HOTEL BOSTON 

LIMITADA 
ALOJAMIENTO EN HOTELES DEUDOR 

900590927 TEXTYBRANDS S.A.S. 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE PRENDAS DE VESTIR Y 

SUS ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTÍCULOS DE PIEL) EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADO 

DEUDOR 

800066179 
M.U. Y ASOCIADOS 

S.A.S. 

INSTALACIONES 

ELÉCTRICAS 
DEUDOR 

92559714 
TOVIO BOHORQUEZ 

CARLOS ANDRES 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE PRENDAS DE VESTIR Y 

SUS ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTICULOS DE PIEL) EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

DEUDOR 

41666465 NEYLA CALDERÓN 

DIAZ 

COMERCIO AL POR MAYOR 

DE PRODUCTOS 

ALIMENTICIOS 

DEUDOR 

1044918504 
YERARDIN 

RODRIGUEZ DIAZ 

COMERCIO AL POR MENOR 

EN ESTABLECIMIENTOS NO 

ESPECIALIZADOS CON 

SURTIDO COMPUESTO 

PRINCIPALMENTE POR 

ALIMENTOS, BEBIDAS O 

TABACO 

DEUDOR 
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45508828 
LOPEZ GARCIA 

ANGELA MARIA 

OTRAS ACTIVIDADES 

AUXILIARES DE LAS 

ACTIVIDADES DE SERVICIOS 

FINANCIEROS N.C.P. 

DEUDOR 

92502833 
ROGELIO ANTONIO 

ARRAZOLA DIAZ  

ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA Y OTRAS 

ACTIVIDADES CONEXAS DE 

CONSULTORIA TECNICA 

DEUDOR 

900189239 INEIM LTDA 

ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA Y OTRAS 

ACTIVIDADES CONEXAS DE 

CONSULTORIA TECNICA 

DEUDOR 

1102815177 
ANDRES RICARDO 

BERTEL MARTINEZ 
PNNC DEUDOR 

806012364 BUSEXPRESS S.A.S  TRANSPORTE DE PASAJEROS DEUDOR 

900312926 
21 GRADOS 

INGENIERIA S.A.S 

  MANTENIMIENTO Y 

REPARACION 

ESPECIALIZADO DE 

MAQUINARIA Y EQUIPO 

DEUDOR 

802018130 TEMPRO S.A.S 
FABRICACION DE VIDRIO Y 

PRODUCTOS DE VIDRIO 
ACREEDOR 

900012038 
AUDITORIA & 

CONSULTORIA 

GLOBAL S.A.S. 

  ACTIVIDADES DE LA 

PRACTICA MEDICA, SIN 

INTERNACION 

 OTRAS ACTIVIDADES DE 

ATENCION DE LA SALUD 

HUMANA 

DEUDOR 
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 ACTIVIDADES DE 

ADMINISTRACION 

EMPRESARIAL 

900602745 
AUDITORES 

GLOBALES S.A.S. 

 ACTIVIDADES DE LA 

PRACTICA MEDICA, SIN 

INTERNACION 

DEUDOR 

86066735 
ROJAS SIERRA 

DANIEL MAURICIO 

 OTRAS ACTIVIDADES 

ESPECIALIZADAS PARA LA 

CONSTRUCCION DE 

EDIFICIOS Y OBRAS DE 

INGENIERIA CIVIL 

DEUDOR 

806000357 

PARQUE COMERCIAL 

E INDUSTRIAL DE 

BARRANQUILLA VIA 

40 S.A. 

CONSTRUCCION DE 

EDIFICIOS NO 

RESIDENCIALES 

DEUDOR 

806013381 
RODIL BOUTROUS 

S.A.S 

ACTIVIDADES DE LAS 

AGENCIAS DE VIAJE 
DEUDOR 

900626373 
SUBWAY LA 

PLAZUELA S.A.S 

EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 
DEUDOR 

900247337 

PEREZ Y GONZALEZ 

DISTRIBUIDORA DE 

COMBUSTIBLES 

LTDA. 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE COMBUSTIBLE PARA 

AUTOMOTORES 

DEUDOR 

812003084 SERVICER S.A.S. 

OTRAS ACTIVIDADES DE 

SERVICIO DE APOYO A LAS 

EMPRESAS N.C.P. 

DEUDOR 

18519939 

ANDRES FELIPE 

MONTOYA 

BETANCOURT 

OTROS TIPOS DE EXPENDIO 

DE COMIDAS PREPARADAS 

N.C.P 

DEUDOR 
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900727692 

PROMOTORA DE 

DESARROLLO 

URBANO HI S.A.S 

OTRAS ACTIVIDADES 

ESPECIALIZADAS PARA LA 

CONSTRUCCION DE 

EDIFICIOS Y OBRAS DE 

INGENIERIA CIVIL 

DEUDOR 

900740678 
4PL INDUSTRIAL 

S.A.S 
MANIPULACION DE CARGA DEUDOR 

900244420 

NUEVA ENOTECA 

S.A.S 

EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 
DEUDOR 

806008716 IBRO  S.A.S 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE OTROS ARTÍCULOS 

DOMÉSTICOS EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

DEUDOR 

900247337 

PEREZ Y GONZALEZ 

DISTRIBUIDORA DE 

COMBUSTIBLES 

LTDA. 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE COMBUSTIBLE PARA 

AUTOMOTORES 

DEUDOR 

812000250 

TRANSPORTES 

TRANSBORDAR S.A.S 

TRANSPORTE DE PASAJEROS 

Y OTROS  
DEUDOR 

900454632 
INVERSIONES 

CENTRO HOTEL 
ALOJAMIENTO EN HOTELES DEUDOR 

900017533 

SUPER BOUTIQUE 

COMUNICACIONES 

S.A.S 

OTRAS ACTIVIDADES DE 

TELECOMUNICACIONES 
DEUDOR 

37800652 
MARIA EUGENIA 

GOMEZ GALVIS 
CONTROLANTE DEUDOR 

5561735 
ACEVEDO ORTEGA 

ORLANDO 

COMERCIO AL POR MENOR 

DE LUBRICANTES (ACEITES, 
DEUDOR 
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GRASAS), ADITIVOS Y 

PRODUCTOS DE LIMPIEZA 

PARA VEHÍCULOS 

AUTOMOTORES 

900478519 
INVERSIONES M.J.T.S 

S.A.S 

COMERCIO DE PARTES, 

PIEZAS (AUTOPARTES) Y 

ACCESORIOS (LUJOS) PARA 

VEHÍCULOS AUTOMOTORES 

DEUDOR 

823002005 

INGENIERIA Y 

CONSULTORIA DE 

COSTA S.A 

ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA Y OTRAS 

ACTIVIDADES CONEXAS DE 

CONSULTORIA TECNICA 

DEUDOR 

900516683 
CORPORACIÓN 

ATLANTICO S.A.S 

 EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 
DEUDOR 

901097198 
RESTAURANTE 

PALENQUERAS S.A.S 

EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 
DEUDOR 

57429763 
CORREA NUÑEZ 

MONICA CECILIA 

FABRICACION DE 

PRODUCTOS METALICOS 

PARA USO ESTRUCTURAL 

DEUDOR 

900454632 
INVERSIONES 

CENTRO HOTEL 
ALOJAMIENTO EN HOTELES DEUDOR 

900982349 

SOCIEDAD DE 

SERVICIOS 

INTEGRALES DE LA 

COSTA S.A.S 

OTRAS ACTIVIDADES DE 

ATENCIÓN DE LA SALUD 

HUMANA 

DEUDOR 

900102757 

PROMOTORA 

VIVIENDA DEL SINU 

S.A.S. 

CONSTRUCCION DE 

EDIFICIOS RESIDENCIALES 
DEUDOR 
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33358690 
YULY MARGARITA 

BLANCO BELTRAN 

OTRAS ACTIVIDADES 

AUXILIARES DE LAS 

ACTIVIDADES DE SERVICIOS 

FINANCIEROS N.C.P 

DEUDOR 

 

 

3. Procesos en ejecución de acuerdo aprobados. Fuente: Superintendencia de Sociedades 

  

NIT. // C.C. NOMBRE TIPO DE 

PERSONA 

ACTIVIDAD 

ECONÓMICA 

79149955 ALDANA ALDANA 

ALVARO RAINERO 

NATURAL ACTIVIDADES 

MOBILIARIAS 

REALIZADAS 

CON BIENES 

PROPIOS O EN 

ARRIENDO Y 

OTROS 

806008147 SOCIEDA DE 

COMERCIALIZACION 

INTERNACIONAL 

REFORESTADORA DE 

SANTA ANA ROSALIA 

DE PALERMO S.A. 

(VALIDACIÓN 

JUDICIAL) 

JURIDICA SILVICULTURA Y 

OTRAS 

ACTIVIDADES 

FORESTALES, 

EXTRACCION DE 

MADERA 

900047642 SOCIEDAD 

COMERCIAL Y 

AGROPECUARIA EL 

JURIDICA EXPLOTACION 

MIXTA( 
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GOLFO (VALIDACIÓN 

JUDICIAL) 

AGRICOLA Y 

PECUARIA) 

806004504 SERVICIO DE MANEJO 

DE MERCANCIAS 

LIMITADA 

SERVIMMER 

OPERADORES 

PORTUARIOS 

JURIDICA MANIPULACIÓN 

DE CARGA 

92500894 ANDRES ALFONSO 

HERNANDEZ 

VERGARA 

NATURAL COMERCIO AL 

POR MENOR DE 

COMBUSTIBLE 

PARA 

AUTOMOTORES 

Y OTROS 

900140630 CELESTIAL S.A.S. 

(VALIDACIÓN 

JUDICIAL) 

JURIDICA CRIA DE AVES DE 

CORRAL 

45434753 LUZ MARINA TERÁN 

MORANTE 

(VALIDACIÓN 

JUDICIAL) 

NATURAL TRANSPORTE DE 

CARGA POR 

CARRETERA Y 

OTROS 

9148860 LAGUNA MORANTE 

OSCA IVAN 

NATURAL CONSTRUCCION 

DE OTRAS OBRAS 

DE INGENIERIA 

CIVIL 

830507100 HACIENDA RANCHO 

MONTANA S.A.S. 

JURIDICA CRIA DE 

GANADO 

BOVINO Y 
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BUFALINO Y 

OTROS 

 

 

4. Procesos de reorganización en trámite año 2020. Fuente: Superintendencia de Sociedades 

 

NIT/CC NOMBRE TIPO DE 

PERSONA 

ACTIVIDAD 

ECONÓMICA 

23048941 MARIA LUISA 

MONTES DEL 

CASTILLO 

NATURAL ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS Y 

OTROS 

9086236 JUAN PABLO REINO 

BULA  

NATURAL CONTROLANTE 

900554400 COMERCIALIZADO

RA GENERAL SAN 

ANTONIO SAS 

JURIDICA ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS 

REALIZADAS CON 

BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS 

900505949 LUBRICAMOS 

LUBRIREPUESTOS 

SAS 

JURIDICA COMERCIO AL POR 

MAYOR DE 

COMBUSTIBLES 

SOLIDOS, LÍQUIDOS, 

GASEOSOS Y 

PRODUCTOS 

CONEXOS 
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92501765 JOSÉ JOAQUIN 

GARAVITO MIER 

NATURAL COMERCIO AL POR 

MAYOR DE MATERIAS 

PRIMAS 

AGROPECUARIAS; 

ANIMALES VIVOS 

77186324 DANGOND BAUTE 

ORLANDO JOSÉ 

NATURAL CRIA DE GANADO 

BOVINO Y BUFALINO 

806004404 C.I. CURTIEMBRES 

MATTEUCCI SAS 

JURIDICA CURTIDO Y 

RECURTIDO DE 

CUERO  

50877321 SILVIA PATRICIA 

FERNANDEZ 

GUERRA 

NATURAL COMERCIO AL POR 

MENOR DE PRENDAS 

DE VESTIR  Y SUS 

ACCESORIOS 

(INCLUYE ARTICULOS 

DE PIEL) 

11061259 GERARDO 

EDMMUNDO DE 

LEON GOMEZ 

NATURAL ACTIVIDADES DE 

APOYO A LA 

GANADERIA, 

COMERCIO AL POR 

MAYOR DE MATERIAS 

PRIMAS 

AGROPECUARIAS; 

ANIMALES VIVOS 

900163354 ARROCERA 

FORMOSA SAS 

JURIDICA ELABORACIÓN DE 

PRODUCTOS DE 

MOLINERIA 
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71723608 EDISSON GUSTAVO 

ARISTIZABAL 

ARISTIZABAL 

NATURAL CONTROLANTE 

10112274 JOSÉ ARMANDO 

MORENO MUÑOZ 

NATURAL CONTROLANTE 

9040044 LUIS GERMAN 

BLANCO BERRIO 

NATURAL SERVICIO POR HORAS, 

OTROS TIPOS DE 

ALOJAMIENTOS PARA 

VISITANTES 

806009172 SERCONTEC S.A.S  JURIDICA CONSTRUCCIÓN DE 

OBRAS DE 

INGENIERIA CIVIL  

900368734 LOGITEM S.A.S. JURIDICA ACTIVIDADES DE 

ADMINISTRACION 

EMPRESARIA - OTRAS 

ACTIVIDADES DE 

LIMPIEZA DE 

EDIFICIOS E 

INSTALACIONES 

INDUSTRIALES - 

OTRAS ACTIVIDADES 

DE SERVICIO DE 

APOYO A LAS 

EMPRESAS N.C.P. 

900042826 INVERSIONES 

BAESCO SAS 

JURIDICA COMERCIO AL MENOR 

DE PRENDAS DE 

VESTIR Y SUS 

ACCESORIOS 
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67016389 ERIKA ESCOBAR 

COLLAZOS  

NATURAL CONTROLANTE 

73195569 HARRY BARBOSA 

SANCHEZ  

NATURAL CONTROLANTE 

900644841 MEDITRÁMITES SAS JURIDICA TRANSPORTE DE 

PASAJEROS Y OTROS  

73094691 ALVARO ENRIQUE 

ALVARADO NIETO 

NATURAL CONTROLANTE 

827000723 LEM CARGO EU JURIDICA TASNPORTE AEREO 

NACIONAL DE 

CARGAS Y OTROS 

45435457 LOURDES DE LA 

CANDELARIA  

FLOREZ CASTRO 

NATURAL CONTROLANTE 

73215651 CARLOS MIGUEL  

ALVARADO FLOREZ 

NATURAL CONTROLANTE 

900323855 LAS GALLINAS 

DORADAS SAS 

JURIDICA ELABORACIÓN DE 

PRODUCTOS DE 

PANADERIA 

900546595 ASISTENCIAS 

INTEGRALES Y 

EDUCATIVAS GF 

S.A.S. 

JURIDICA EDUCACION MEDIA 

TECNICA Y DE 

FORMACION 

LABORAL 

900341261 MARQUEZ 

ALVAREZ & 

COMPAÑIA S. EN C. 

JURIDICA ACTIVIDADES DE 

TELECOMUNICACION

ES ALAMBRICAS  
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1067901990 KATHERINE SAKIRA 

GUZMAN 

FERNANDEZ 

NATURAL ACTIVIDADES DE 

JUEGOS DE AZAR Y 

APUESTAS 

900310402 RTH SAS JURIDICA ALQUILER Y 

ARRENDAMIENTO DE 

OTROS TIPOS DE 

MAQUINARIA, EQUIPO 

Y BIENES TANGIBLES 

73184612 JAIRO BOHORQUEZ 

QUIJANO 

NATURAL CONTROLANTE 

7439837 JAIRO BOHORQUEZ 

OSPINO 

NATURAL CONTROLANTE 

73104350 ATENCIO PANTOJA 

ELIGIO 

NATURAL CONTROLANTE 

806004333 PROINVEST LTDA JURIDICA ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA 

811031066 AGROPECUARIA 

SIERRA NEVADA 

S.A.S. 

JURIDICA COMERCIO AL POR 

MAYOR A CAMBIO DE 

UNA RETRIBUCION O 

POR CONTRATA 

800252912 INVERSIONES Y 

PROYECTOS 

INMOBILIARIOS 

COLOMBIA S.A.S. 

JURIDICA CONSTRUCCIÓN DE 

OTRAS OBRAS DE 

INGENIERÍA CIVIL 

802008369 GLOBAL 

CORPORATION S.A. 

JURIDICA ACTIVIDADES DE 

DESARROLLO DE 

SISTEMAS 

INFORMÁTICOS 
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900920108 B & S BIENES & 

SERVICIOS S.A.S. 

JURIDICA TRANSPORTE DE 

CARGA POR 

CARRETERA 

827000307 MUNDO MARINO 

VELILLA S.A.S. 

JURIDICA ACTIVIDADES DE 

OPERADORES 

TURISTICOS-

ACTIVIDADES DE LAS 

AGENCIAS DE VIAJES-

ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS 

REALIZADAS CON 

BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS-

ORGANIZACFIÓN DE 

CONVENCIONES O 

EVENTOS 

COMERCIALES. 

152856 EZIO MATEUCCI 

DINI 

NATURAL ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS 

REALIZADAS CON 

BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS 

900590927 TEXTYBRANDS 

S.A.S. 

JURIDICA COMERCIO AL POR 

MENOR DE PRENDAS 

DE VESTIR Y SUS 

ACCESORIOS 

(INCLUYE ARTÍCULOS 

DE PIEL) EN 
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ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADO 

800066179 M.U. Y ASOCIADOS 

S.A.S. 

JURIDICA INSTALACIONES 

ELÉCTRICAS 

900189239 INEIM LTDA JURIDICA ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA Y OTRAS 

ACTIVIDADES 

CONEXAS DE 

CONSULTORIA 

TECNICA 

806012364 BUSEXPRESS S.A.S JURIDICA  TRANSPORTE DE 

PASAJEROS 

806000357 PARQUE 

COMERCIAL E 

INDUSTRIAL DE 

BARRANQUILLA 

VIA 40 S.A. 

JURIDICA CONSTRUCCION DE 

EDIFICIOS NO 

RESIDENCIALES 

900727692 PROMOTORA DE 

DESARROLLO 

URBANO HI S.A.S 

JURIDICA OTRAS ACTIVIDADES 

ESPECIALIZADAS 

PARA LA 

CONSTRUCCION DE 

EDIFICIOS Y OBRAS 

DE INGENIERIA CIVIL 

5561735 ACEVEDO ORTEGA 

ORLANDO 

NATURAL COMERCIO AL POR 

MENOR DE 

LUBRICANTES 

(ACEITES, GRASAS), 

ADITIVOS Y 
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PRODUCTOS DE 

LIMPIEZA PARA 

VEHÍCULOS 

AUTOMOTORES 

 

 

 

5. Procesos de reorganización abreviadas 2020. Fuente: Superintendencia de Sociedades. 

NIT/CC NOMBRE ACTIVIDAD ECONÓMICA 

900012038 AUDITORIA & CONSULTORIA 

GLOBAL S.A.S. 

  ACTIVIDADES DE LA 

PRACTICA MEDICA, SIN 

INTERNACION 

 OTRAS ACTIVIDADES DE 

ATENCION DE LA SALUD 

HUMANA 

 ACTIVIDADES DE 

ADMINISTRACION 

EMPRESARIAL 

900602745 AUDITORES GLOBALES S.A.S.  ACTIVIDADES DE LA 

PRACTICA MEDICA, SIN 

INTERNACION 

900312926 21 GRADOS DE INGENIERIA 

S.A.S 

  MANTENIMIENTO Y 

REPARACION ESPECIALIZADO 

DE MAQUINARIA Y EQUIPO 

92559714 TOVIO BOHORQUEZ CARLOS 

ANDRES 

COMERCIO AL POR MENOR DE 

PRENDAS DE VESTIR Y SUS 

ACCESORIOS (INCLUYE 
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ARTICULOS DE PIEL) EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADO 

41666465 NEYLA CALDERÓN DIAZ COMERCIO AL POR MAYOR DE 

PRODUCTOS ALIMENTICIOS 

812003084 SERVICER OTRAS ACTIVIDADES DE 

SERVICIO DE APOYO A LAS 

EMPRESAS N.C.P. 

800233841 HOTEL BOSTON LIMITADA ALOJAMIENTO EN HOTELES 

45508828 LOPEZ GARCIA ANGELA 

MARIA 

OTRAS ACTIVIDADES 

AUXILIARES DE LAS 

ACTIVIDADES DE SERVICIOS 

FINANCIEROS N.C.P. 

1044918504 YERARDIN RODRIGUEZ DIAZ COMERCIO AL POR MENOR EN 

ESTABLECIMIENTOS NO 

ESPECIALIZADOS CON 

SURTIDO COMPUESTO 

PRINCIPALMENTE POR 

ALIMENTOS, BEBIDAS O 

TABACO 

86066735 ROJAS SIERRA DANIEL 

MAURICIO 

 OTRAS ACTIVIDADES 

ESPECIALIZADAS PARA LA 

CONSTRUCCION DE EDIFICIOS 

Y OBRAS DE INGENIERIA 

CIVIL 

900626373 SUBWAY LA PLAZUELA S.A.S EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 
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806008716 IBRO S.A.S COMERCIO AL POR MENOR DE 

OTROS ARTÍCULOS 

DOMÉSTICOS EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

900247337 PEREZ Y GONZALEZ COMERCIO AL POR MENOR DE 

COMBUSTIBLE PARA 

AUTOMOTORES 

812000250 TRANSPORTES 

TRANSBORDAR S.A.S 

TRANSPORTE DE PASAJEROS 

Y OTROS  

900017533 SUPER BOUTIQUE 

COMUNICACIONES S.A.S 

OTRAS ACTIVIDADES DE 

TELECOMUNICACIONES 

37800652 MARIA EUGENIA GOMEZ 

GALVIS 

CONTROLANTE 

823002005 INGENIERIA Y CONSULTORIA 

DE COSTA S.A 

ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA Y OTRAS 

ACTIVIDADES CONEXAS DE 

CONSULTORIA TECNICA 

900516683 CORPORACIÓN ATLANTICO 

S.A.S 

 EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 

6. Solicitudes de admisión a liquidación 2020. Fuente: Superintendencia de Sociedades 

NIT. // C.C. NOMBRE ACTIVIDAD ECONÓMICA 

890403962 MANUEL MENDEZ Y CIA. 

S.C.S.  

COMPRA VENTA REPUESTOS 

AUTOMOTORES  
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900510781 LUXOR SECURITY VEHICLES 

LTDA 

ALQUILER Y 

ARRENDAMIENTODE 

VEHICULOS AUTOMOTORES 

33145238 RAMIREZ DE CORREA NORA 

MARIA 

COMERCIO AL POR MENOR DE 

PRODUCTOS TEXTILE, PENDAS 

DE VESTIR Y CALZADO, EN 

PUESTOS DE VENTANA MOVILES 

900226923 BARCA & CIA LTDA COMERCIO AL POR MAYOR DE 

BEBIDAS Y TABACO Y 

EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 

806015640 SIERRA CABALLERO SAS CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS 

RESIDENCIALES 

892400700 VIDAL URREA ALOJAMIENTO EN HOTELES 

900437251 TRANSPORTES Y 

CONSTRUCCIONES JV 

SOCIEDAD POR ACCIONES 

SIMPLIFICADA 

TRANSPORTE DE CARGA POR 

CARRETERA- PREPARACIÓN 

DEL TERRENO 

901188749 SURTIFARMA DE COLOMBIA 

SA 

COMERCIO AL POR MAYOR DE 

PRODUCTOS FARMACEUTICOS, 

MEDICINALES, COSMETICOS Y 

DE TOCADOR 

900201090 PROMOTORA RD S.A.S CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS 

RESIDENCIALES 

900299988 ETOILE BOUTIQUE S.A.S COMERCIO AL POR MENOR DE 

PRENDAS DE VESTIR Y SUS 

ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTÍCULOS DE PIEL) EN 



89 

 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

901056440 LAMAR BEACH MOMENTS 

S.AS. 

COMERCIO AL POR MENOR DE 

PRENDAS DE VESTIR Y SUS 

ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTICULOS DE PIEL) EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

900433876 CONSTRUCOTRA PLANETA 

S.A.S 

CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS 

RESIDENCIALES 

900032109 CRITERIUM S.A.S ESTUDIOS DE MERCADO Y 

REALIZACIÓN DE ENCUESTAS 

DE OPINIÓN PÚBLICA 

830503109 VALORES INGENIERIA S.A.S INSTALACIONES ELÉCTRICAS 

900299988 ETOILE BOUTIQUE S.A.S COMERCIO AL POR MENOR DE 

PRENDAS DE VESTIR Y SUS 

ACCESORIOS (INCLUYE 

ARTÍCULOS DE PIEL) EN 

ESTABLECIMIENTOS 

ESPECIALIZADOS 

901218269 INVERSIONES GERDTS 

HERRERA  S.A.S 

EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 

901218269 INVERSIONES GERDTS 

HERRERA  S.A.S 

EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 

900032109 CRITERIUM S.A.S ESTUDIOS DE MERCADO Y 

REALIZACIÓN DE ENCUESTAS 

DE OPINIÓN PÚBLICA 
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7. Procesos de liquidación judicial en curso año 2020. Fuente: Superintendencia de 

Sociedades. 

 

NIT. // C.C. Nombre Tipo de Persona Actividad Económica 

900171821 INTERNACIONAL 

ALQUILER DE 

BLINDADOS LTDA 

JURIDICA ACTIVIDADES DE 

SEGURIDAD 

PRIVADA Y OTROS 

806016839 INDUSTRIAS NUEVO 

MILENIO S.A. 

JURIDICA DESTILACION, 

RECTIFICACION Y 

MEZCLA DE BEBIDAS 

ALCOHOLICAS; 

PRODUCCION DE 

ALCOHOL ETILICO A 

PARTIR DE 

SUSTANCIAS 

FERMENTADAS 

800209746 PROMOTORA EL FARO 

CARTAGENA 

JURIDICA CONSTRUCCION DE 

EDIFIACIONES Y 

OTROS 

830514348 ACOPIMETALES LTDA JURIDICA RECUPERACION DE 

MATERIALES Y OTRO  

9074278 ANTONIO MARIA 

CORREA RINCON  

NATURAL ACTIVIDADES DE 

ARQUITECTURA E 

INGENIERIA 
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900135001 COMPAÑÍA 

COLOMBIANA 

INTERNACIONAL DE 

TRANSPORTES CIT 

INTERCARGA 

JURIDICA TRASNPORTE DE 

CARGA POR 

CARRETERA 

900280247 PRODUCTOS 

AGROPECUARIOS 

SANTA ANA SAS 

JURIDICA CRIA DE GANADO 

PORCINO 

7524891 LUIS FERNANDO ROMÁN 

FERNÁNDEZ 

NATURAL CONTROLANTE 

38221895 VICTAR CONSUELO 

GUZMAN AGUIRRE 

NATURAL CONTROLANTE 

890403962 MANUEL MENDEZ Y CIA. 

S.C.S.  

JURIDICA COMERCIO AL POR 

MAYOR Y AL POR 

MENOR DE 

REPUESTOS Y 

ACCESORIOS PARA 

VEHICULOS 

AUTOMOTORES  

70905511 JUAN CARLOS GIRALDO 

SERNA 

NATURAL COMERCIO AL POR 

MENOR EN 

ESTABLECIMIENTOS 

NO ESPECIALIZADOS 

CON SURTIDO 

COMPUESTO 

PRINCIPALMENTE 

POR ALIMENTOS, 

BEBIDAS O TABACO 
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800120048 ZOOCRIADERO 

COLOMBIAN CROCO 

(VALIDACIÓN JUDICIAL) 

JURIDICA CRIA DE OTROS 

ANIMAES N.C.P. 

900510781 LUXOR SECURITY 

VEHICLES LTDA 

JURIDICA ALQUILER Y 

ARRENDAMIENTODE 

VEHICULOS 

AUTOMOTORES 

900270205 MEDICAL SPORTS 

CENTER AND HEALTH 

LTDA. 

JURIDICA ACTIVIDADES DE 

APOYO 

TERAPEUTICO 

33145238 RAMIREZ DE CORREA 

NORA MARIA 

NATURAL COMERCIO AL POR 

MENOR DE 

PRODUCTOS 

TEXTILE, PENDAS DE 

VESTIR Y CALZADO, 

EN PUESTOS DE 

VENTANA MOVILES 

900226923 BARCA & CIA LTDA JURIDICA COMERCIO AL POR 

MAYOR DE BEBIDAS 

Y TABACO Y 

EXPENDIO A LA 

MESA DE COMIDAS 

PREPARADAS 

892400700 VIDAL URREA JURIDICA ALOJAMIENTO EN 

HOTELES 
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806015640 SIERRA CABALLERO SAS JURIDICA CONSTRUCCIÓN DE 

EDIFICIOS 

RESIDENCIALES 

9086236 JUAN PABLO REINO 

BULA  

NATURAL CONTROLANTE 

900201090 PROMOTORA RD S.A.S JURIDICA CONSTRUCCIÓN DE 

EDIFICIOS 

RESIDENCIALES 

806009033 EQUIPOS Y 

TRANSPORTES SAS 

JURIDICA CONSTRUCCION DE 

OBRAS DE 

INGENERIA CIVIL Y 

OTROS 

891001700 AUTOMOTORES DE 

CORDOBA LTDA 

JURIDICA Comercio de vehiculos 

automotores nuevos 

806009172 SERCONTEC S.A.S  JURIDICA CONSTRUCCIÓN DE 

OBRAS DE 

INGENIERIA CIVIL  

 

8. Liquidación por adjudicación año 2020. Fuente. Superintendencia de sociedades 

NIT. // C.C. NOMBRE TIPO DE 

PERSONA 

ACTIVIDAD 

ECONÓMICA 

9103136 LIBARDO JOSÉ 

BARRETO CRUZ 

NATURAL CONTROLANTE 
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823001390 INVERSIONES 

CONSTRUIR SAS 

JURÍDICA COMERCIO AL POR 

MAYOR DE 

MATERIALES DE 

CONSTRUCCION 

830510136 AGRO MARINO J. 

MORENO &CIA SAS 

JURÍDICA ALQUIER Y 

ARRENDAMIENTO DE 

OTRO TIPO DE 

MAQUINAS, EQUIPO Y 

BIENES TANGIBLES 

N.C.P. 

900555161 FRUTALATINA D.W . 

SAS  

JURÍDICA COMERCIO AL POR 

MAYOR DE PRENDAS 

DE VESTIR  

806006576 XER PRODUCTS SAS JURÍDICA COMERCIO A POR 

MAYORDE OTROS 

TIPOS DE 

MAQUINARIA Y 

EQUIPO N.C.P. 

900554400 COMERCIALIZADORA 

GENERAL SAN 

ANTONIO SAS 

JURÍDICA ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS 

REALIZADAS CON 

BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS 
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9. Liquidación por adjudicación año 2020. Fuente: Superintendencia de Sociedades 

NIT/CC NOMBRE ACTIVIDAD ECONÓMICA 

900602745 AUDITORES GLOBALES S.A.S  ACTIVIDADES DE LA 

PRACTICA MEDICA, SIN 

INTERNACION 

900012038 AUDITORIA Y CONSULTORIA GLOBAL    ACTIVIDADES DE LA 

PRACTICA MEDICA, SIN 

INTERNACION 

830503109 VALORES INGENIERIA S.A.S INSTALACIONES 

ELÉCTRICAS 

900042826 INVERSIONES BAESCO SAS COMERCIO AL MENOR DE 

PRENDAS DE VESTIR Y 

SUS ACCESORIOS 

9040044 LUIS GERMAN BLANCO BERRIO SERVICIO POR HORAS, 

OTROS TIPOS DE 

ALOJAMIENTOS PARA 

VISITANTES 
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45508828 LOPEZ GARCIA ANGELA MARIA OTRAS ACTIVIDADES 

AUXILIARES DE LAS 

ACTIVIDADES DE 

SERVICIOS FINANCIEROS 

N.C.P. 

67016389 ERIKA ESCOBAR COLLAZOS  CONTROLANTE 

73195569 HARRY BARBOSA SANCHEZ  CONTROLANTE 

901218269 INVERSIONES GERDTS HERRERA  S.A.S EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 

 

 

10. Negociación de emergencia año 2020. Fuente: Superintendencia de Sociedades. 

Nit/CC Nombre Actividad Económica 

900244420 NUEVA ENOTECA S.A.S EXPENDIO A LA MESA DE 

COMIDAS PREPARADAS 

18519939 ANDRES FELIPE MONTOYA 

BETANCOURT  

OTROS TIPOS DE EXPENDIO DE 

COMIDAS PREPARADAS N.C.P 
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